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1. - Consideraciones generales sobre la relación jurídica de los deportistas.

La relación jurídica de los deportistas ha sido objeto de escasos análisis en los últimos tiempos pese a su importancia y a que la misma está siendo objeto de una transmutación continúa (en su conjunto y no sólo los que tienen la condición de profesionales) hasta el punto de difuminar sus perfiles anteriores y convertirla en una autorización clásica en unos casos y en un contrato de trabajo en otros. Es lo cierto que los cambios y transmutaciones a que se ven sometido el deporte ha hecho que la situación de los deportistas se vea fuertemente convulsionada y sea preciso pensar en  una reconcepción de conjunto de la figura de los deportistas y, sobre todo, de su status jurídico con la que abordar los problemas en su conjunto. 

Este planteamiento aparece especialmente justificado en un ámbito como el del deporte en el que se produce una confluencia normativa de las reglamentaciones laborales, estatales y puramente deportivas. Desde la perspectiva subjetiva del deportista todas ellas contienen reglas específicas que delimitan – normalmente de forma diferenciada y acumulativa – los derechos del deportista en la actividad deportiva hasta el punto de que conocer con exactitud los derechos del mismo se convierte en una cuestión de auténticos expertos.

Las limitaciones a sus derechos, las obligaciones y prestaciones obligatorias, la imposibilidad de utilizar los mecanismos reaccionales comunes, el tratamiento fiscal y de previsión social de su figura son elementos que merecerían una concepción de conjunto que delimitase sus derechos y obligaciones en estos momentos difuminadas en normas legales e infralegales que se plasmase en un estatuto del deportista, idea en la que ya abundó, en su día, el Prof. Bermejo Vera y que, dadas las condiciones actuales podría ser repensada.
 Aunque sea desde otra perspectiva es lo cierto que en este ámbito han surgido algunas dudas que afectan a los derechos de la persona como pueden ser los sistemas de concentración, de alimentación o, en general, de vida que a menudo condicionan sus aspectos relacionales en lo social. Todo esto demuestra que puede existir una problemática general que merecería de una consideración general y no parcial.

Antes de analizar esta cuestión y desde una perspectiva histórica podemos indicar que la relación jurídica del deportista se ha nucleado en torno a la denominada licencia deportiva. La regulación, formas de obtención, precio y demás condiciones de las mismas se establecían en la Ley del Deporte, el Real Decreto de Federaciones Deportivas 
 y, sobre todo, en los Estatutos y Reglamentos de las propias Federaciones Deportivas tanto estatales  como autonómicas.

Examinemos las características esenciales de esta regulación:

A) La licencia deportiva en el ámbito del bloque normativo de la Ley del Deporte.

El punto central se encuentra en el artículo 32.4 de la L.D. establece que << para la participación en  competiciones oficiales de ámbito estatal será preciso estar en posesión de una licencia deportiva expedida por la correspondiente Federación Española, según las condiciones y requisitos  que se establecerán reglamentariamente. Las licencias expedidas por las Federaciones de ámbito autonómico habilitarán para dicha participación cuando éstas se hallen de integradas en las Federaciones deportivas españolas, se expidan dentro de las condiciones mínimas de carácter económico que fijen éstas y comuniquen su expedición a las mismas... >>

De una forma más desarrollada son los artículos 7 y siguientes del Real Decreto 1835/1991, de 20 de diciembre, sobre Federaciones Deportivas Españolas 
, establecen una regulación que podemos sistematizar en torno a los siguientes puntos:

a) La licencia como  condición de participación en competiciones deportivas oficiales de ámbito estatal.

Se refiere a esta cuestión el artículo 7º del citado Real Decreto conforme al cual << para la participación en actividades o competencias deportivas oficiales de ámbito estatal será preciso estar en posesión de una licencia expedida por la correspondiente Federación deportiva española, según las siguientes condiciones mínimas: - uniformidad de condiciones económicas para cada modalidad deportiva, en similar estamento y categoría, cuya cuantía será fijada por la respectiva Asamblea. Los ingresos producidos por estos conceptos irán dirigidos prioritariamente a financiar la estructura y funcionamiento de la Federación.;- uniformidad de contenido y datos expresados en función de las distintas categorías deportivas.

b) La licencia en el ámbito de las competiciones de carácter profesional.

El artículo 7º establece, a este respecto que << para la participación en competiciones de carácter profesional las licencias deberán ser visadas, previamente a su expedición, por la Liga Profesional correspondiente.

En este ámbito se produce una configuración compleja de la relación deportiva ya que el conjunto de la misma se delimita sobre dos pilares: por un lado, los requisitos administrativos de la licencia y la forma de obtener y mantener ésta; y, por otro, los requisitos que proceden del derecho del trabajo, y, específicamente, del convenio colectivo y del propio contrato de trabajo.

Debe indicarse, de antemano, que el régimen de ambos ordenamientos es particular y que, por tanto, y de hecho ocurre a menudo se dan disfuncionalidad y desacoplamientos entre ambos. Es lo cierto que existen otros sectores del Ordenamiento Jurídico en los que se produce igualmente esta disociación entre la licencia administrativa y la laboral y que sobre ello se ha pronunciado para respaldar la dicotomía el propio Tribunal Constitucional ( Transportista).
c) Reglas específicas de procedimiento en la obtención de licencias deportivas.

Estas reglas específicas son las que derivan del artículo 7º 1. Conforme al cual << las federaciones deportivas españolas expedirán las licencias solicitadas en el plazo de quince días desde la solicitud, una vez verificado el cumplimiento de los requisitos establecidos para su expedición, en sus Estatutos o Reglamentos. La no expedición injustificada de las licencias en el plazo señalado comportará para la Federación española la correspondiente responsabilidad disciplinaria conforme  a lo previsto en el  ordenamiento jurídico deportivo... >>. Es lo cierto que existe una cuestión previa a determinar a la que más tarde nos referiremos: la de determinar si se trata de una facultad administrativa en cuyo caso y sin perjuicio de lo que en lo que se refiere a la no expedición y  se diga más adelante sobre este punto habría que entender que resuelta aplicable el régimen del silencio administrativo que, a falta de una determinación explícita que no existe, debería ser el plazo general de tres meses previsto en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.  El efecto  silencio administrativo se solaparía así a la única previsión expresa de la Ley del Deporte que aboga por el aspecto subjetivo y la inclusión de la condición en el régimen disciplinario

Esta facultad/potestad disciplinaria está prevista en el propio Reglamento de Disciplina Deportiva que en su artículo 17 establece, a su que tiene la consideración de infracción muy grave de las Federaciones Deportivas españolas << la no expedición injustificada de una licencia conforme a lo previsto en el artículo 7.1. del Real Decreto 1835/1991, de 20 de diciembre, sobre Federaciones Deportivas y disposiciones de desarrollo... >>. Esta infracción, conforme a lo dispuesto en el artículo 24 podrá ser sancionada con la imposición de una multa pecuniaria a la Federación de que se trate, con independencia del derecho de ésta a repetir contra la persona o persona que pudieran ser responsables directos de dicha infracción.

d) Licencias autonómicas y habilitación a efectos nacionales.

Se refiere a este punto el apartado 2 del artículo 7 conforme al cual << las licencias expedidas por las Federaciones de ámbito autonómico habilitaran para dicha participación cuando éstas se hallen integradas en las correspondientes federaciones deportivas españolas, se expidan dentro de las condiciones mínimas de carácter económico y formal que fijen éstas y comuniquen su expedición a las mismas... A estos efectos, la habilitación se producirá una vez que la Federación de ámbito autonómico abone a la Federación Española la correspondiente cuota económica en los plazos que fijan en las normas reglamentarias de ésta... Las licencias expedidas por las Federaciones de ámbito autonómico que, conforme a lo previsto en los párrafos anteriores  habiliten para la participación en actividades o competiciones deportivas de ámbito estatal, consignarán los datos correspondientes, al menos, en la lengua española oficial del Estado. Dichas licencias reflejarán tres conceptos económicos:-. seguro obligatorio a que se refiere el artículo 59.2 de la Ley del Deporte.
;- Cuota correspondiente a la Federación Deportiva Española.
;- Cuota para la Federación deportiva de ámbito autonómico... >>

Es claro que la regulación que acabamos de exponer establece una determinación  que, sin lugar, a dudas se encuentra ubicada en un contexto tradicional: la estructuración de las federaciones deportivas autonómicas en el ámbito de las españolas. Esta integración se realiza bajo un contexto puramente estatutario( los estatutos y reglamentos de las Federaciones) que admiten el que aquellas se integran en estas porque siempre ha sido así dentro del modelo deportivo convencional.

Es lo cierto que el juego competencial de las leyes autonómicas del deporte y la propia regulación estatal hace que la integración automática y vía estatutos y reglamentos deba dejar paso a una integración pactada vía convenio de integración.

La asunción de competencias por parte de las Comunidades Autónomas y la madurez de sus modelos deportivos hace que algunas de ellas hayan elaborado y, algunos casos, publicado, nuevas normas referidas al deporte. El resultado final no puede ser otro que el de la necesidad de reconcebir el sistema preexistente. Hasta ahora las hoy federaciones autonómicas han sido, simplemente, federaciones territoriales de una matriz – la federación deportiva española- que por tener el monopolio 
 de la actividad deportiva de la respectiva modalidad deportiva en cuanto delegado, a su vez, de la Federación Internacional correspondiente, incluía en sus normas estatutarias el régimen aplicable a aquellas.  Se trataba de meros agentes territoriales.

La reconcepción no es fruto únicamente de que las leyes de las Comunidades Autónomas hayan dictado sus normas y hayan constituido a su vez a las federaciones autonómicas en colaboradores de la Administración pública autonómica. La ruptura del modelo se centra en el primer eslabón: la concepción de las Federaciones Deportivas Españolas como agentes de la federación internacional y no sometidas al régimen de tutela administrativa de los poderes públicos nacionales. 

A nuestro juicio la cuestión está planteada en estos términos: la concepción que ha quebrado desde una perspectiva de derecho estatal es la de las Federaciones Deportivas españolas como agentes de una organización de derecho privado internacional que disciplina y organiza monopolísticamente una serie de actividades en las que los poderes públicos deben ser considerados como << intrusos >>. Esta concepción alcanza por igual a la Unión Europea, a los Estado o las Comunidades Autónomas.

El <<intrusismo>> ilegítimo que a veces se predica de los poderes públicos no es compatible con el marco constitucional ni compatible si quiera en la práctica con un mecanismo de fomento que cubre la financiación mayoritaria de los presupuestos federativos. En pura técnica subvencional tendría poco sentido que el Estado fomentase la actividad deportiva y que no ejerciera sobre dicho mecanismo de fomento una actividad de control y de aseguramiento de que la subvención cumple su fin. El monopolio sobre las reglas de juego y la organización debe ser compatible con las competencias de los poderes públicos nacionales cuando éstos, como ocurre en España, deciden establecer una regulación en defensa del interés general
 o de las reglas y cláusulas económicas o, incluso, de la defensa de los derechos de la persona.

Pues bien una vez roto el esquema <<por arriba>> es evidente que su ruptura <<por abajo >> está servida. El Estado no puede reclamar para sí un status que después y en otro plano territorial diferente niegue a los demás poderes públicos. De ahí que las leyes autonómicas pudiendo realmente haber optado por otro modelo hayan configurado la actividad deportiva sobre esquemas estructurales semejantes a los del Estado. Las Federaciones Autonómicas aparecen así como  agentes colaboradores de la Administración Autonómica porque en razón de sus respectivas competencias éstas pueden configurar los límites de la actividad deportiva en su ámbito territorial.

La plasmación sucesiva de ambos cambios ha supuesto una transformación en términos reales de ejercicio del  poder. Las Federaciones Deportivas españolas pierden su poder sobre las autonómicas ya que éstas se sitúan en un doble plano. Uno, el obligatorio, y conforme al cual son entidades colaboradoras de las Administraciones Autonómicas porque así lo determinan sus estatutos y leyes específicas; otro, son entidades asociadas – voluntariamente – a una entidad de ámbito superior a determinados efectos, fundamentalmente, los que se centran en la participación en competiciones de un ámbito territorial diferente al de la Comunidad Autónoma en cuestión.

El establecimiento de este esquema ha producido un cambio – no pacífico, por cierto, - en el modelo tradicional de relación de las federaciones españolas y las federaciones autonómicas. Este cambio no es sólo psicológico ( que también) sino sobre todo de instrumentos relacionales. El estatuto y las normas federativas deben dejar paso a un marco pactado y acordado de relación. En términos jurídicos el principio de jerarquía debe dejar paso a la aplicación de fórmulas de cooperación y colaboración.

B) Las licencias deportivas en el marco general del deporte como realidad asociativa de carácter voluntario.

Llegados a este punto y dado que en el mismo va a resultar crucial en el funcionamiento futuro del sistema parece oportuno que examinemos ahora algunas notas esenciales del régimen jurídico de la integración que resulta condicionante de los actos dictados por cada una de las distintas instancias. 

En cuanto al régimen jurídico de la integración las notas características son las siguientes:

1. - Los estatutos de las Federaciones Deportivas españolas son los que deben incluir los sistemas de integración y representatividad de las Federaciones Deportivas de ámbito autonómico.

Dicha determinación debe producirse en el marco de lo que se establezca con carácter general en las disposiciones de desarrollo de la LD. En concreto, dicha concreción se produce en el párrafo segundo del artículo 6º del  R.D. 1835/1991, de 20 de diciembre, sobre Federaciones Deportivas españolas en el que se señala que:

<<... 2. Los Estatutos de las Federaciones Deportivas españolas incluirán los sistemas de integración y representatividad de las Federaciones deportivas de ámbito autonómico, respetando las siguientes reglas:

a) Las Federaciones deportivas de ámbito autonómico conservarán su personalidad jurídica, su patrimonio propio y diferenciado, sus presupuestos y su régimen jurídico particular.

b) Los Presidentes de las Federaciones de ámbito autonómico formarán parte de las Asambleas Generales de las Federaciones Deportivas españolas, ostentando la representación de aquellas. En todo caso, sólo existirá un representante por cada Federación de ámbito autonómico.

c) El régimen disciplinario deportivo, cuando se trate de competiciones oficiales de ámbito estatal, será en todo caso, el previsto en los Estatutos y reglamentos de la Federación deportiva española, con independencia del régimen disciplinario deportivo contenido en las disposiciones vigentes en los respectivos ámbitos autonómicos.

d) Las Federaciones deportivas de ámbito autonómico, integradas en las Federaciones deportivas españolas correspondientes, ostentarán la representación de éstas en la respectiva Comunidad Autónoma.

No podrá existir Delegación Territorial de la Federación deportiva española en el ámbito autonómico cuando la Federación deportiva de ámbito autonómico se halle integrada en aquella. >>

2. - La integración supone la atribución ex lege de la  representación en el ámbito territorial representado.

Según prescribe el artículo 32.3 de la L.D. << las Federaciones deportivas de ámbito autonómico integradas en las Federaciones españolas correspondientes, ostentarán la representación de éstas en la respectiva Comunidad Autónoma, no pudiendo existir en ella delegaciones territoriales de las Federaciones deportivas españolas, cuando se haya realizado la preceptiva integración.

Esta regulación se  completa con lo dispuesto en el artículo 6.3  del R.D. de Federaciones Deportivas conforme al cual << cuando en una Comunidad Autónoma no exista Federación deportiva autonómica o no se hubiese integrado en la Federación deportiva española correspondiente, esta última podrá establecer un dicha Comunidad, en coordinación con la Administración deportiva de la misma, una unidad o delegación territorial, respetando en todo caso, la organización autonómica del Estado. Los representantes de estas Unidades o Delegaciones territoriales serán elegidos en dicha Comunidad según criterios democráticos y representativos. Tales criterios deberán recogerse en los Estatutos de las Federaciones deportivas españolas correspondientes... >>.

3. - La licencia deportiva es el elemento personal de vinculación de los diferentes colectivos al ámbito de organización de las respectivas federaciones.

Esta cuestión está determinada en el artículo 32.4 de la LD cuando indica que << para la participación en competiciones deportivas oficiales de ámbito estatal será preciso estar en posesión de una licencia deportiva expedida por la correspondiente Federación Española, según las condiciones y requisitos que se establezcan reglamentariamente. Las licencias expedidas por las Federaciones de ámbito autonómico habilitarán para dicha participación cuando éstas se hallen integradas en las Federaciones deportivas españolas, se expidan dentro de las condiciones mínimas de carácter económico que fijen éstas y comuniquen su expedición a las mismas... >>

4. - La organización territorial de las Federaciones Españolas debe respetar la organización territorial del Estado ( art. 32.5.L.D.).

A modo de conclusión inicial podemos indicar que la regulación examinada no determina realmente los sistemas de integración. Como se ha visto lo remite a los propios estatutos de las Federaciones Deportivas. Esta remisión unida a la propia interpretación histórica determina una tendencia, en las normas estatales a la integración <<ope legis>>. Es cierto, sin embargo, que la Ley y las disposiciones de desarrollo de la misma prevén que pudiera no existir dicha integración motivo por el cual esa tendencia no puede considerarse la única interpretación válida. 

La tendencia a la integración real y prácticamente automática se  puede apreciar en el artículo 8º del Real Decreto de Federaciones Deportivas que se refiere al reconocimiento de federaciones deportivas españolas y contiene determinados requisitos de representatividad en el ámbito territorial autonómico. Esta representatividad se refiere a las federaciones autonómicas sin referencia alguna a que en su cómputo sólo se incluyan las federaciones integradas. 

Esta imprecisión pudo provocar un efecto no querido por la norma estatal y es que alguien que no está integrado en la estructura supraautonómica pudiera llegar  efectivamente a << bloquear>> la configuración real de las Federaciones Españolas 
.La regulación actual supera, a nuestro juicio, la imprecisión indicada y el fenómeno asociativo en su adecuada extensión y sin necesidad de una complitud difícilmente admisible como regla interpretativa.

C) Aproximación conceptual a la naturaleza jurídica de la relación del deportista.

La relación jurídica del deportista se concibe y sitúa en el entorno de las autorizaciones administrativas. Sobre este punto como señalan García de Enterría y Fernández Rodríguez << un simple repaso de las normas positivas en materia de limitaciones administrativas de derechos pone de manifiesto de inmediato la existencia de una serie de figuras que, con unos u otros matices y bajo una terminología variada, expresan ideas muy próximas entre sí... En todos estos casos ( autorizaciones, permisos, licencias, visados, habilitaciones, colegiación, dispensas, inscripciones, incluso>>
 una actividad privada es consentida por la Administración previa valoración de la misma a la luz del interés público que la norma aplicable en cada caso pretende tutelar. La intervención de la Administración por vía de consentimiento del ejercicio de la actividad se configura siempre como requisito necesario de dicho ejercicio, que de otro modo, o bien no podría desplegarse validamente o bien se vería privado de efectos jurídicos... >>

Desde una concepción más tradicional se debe a la doctrina alemana la formulación clásica de la técnica autorizatoria que centraba en la idea de remoción de los obstáculos para el ejercicio de un derecho preexistente. Es lo cierto que la doctrina viene reseñando  que << la realidad ha demostrado ser bastantes más compleja que lo que ambas construcciones y especialmente la última ( preexistencia del derecho), de ellas, permitían sospechar. La intensidad de los poderes discrecionales que la Administración se reserva con frecuencia en la materia, con la consiguiente libertad de otorgar o de negar las autorizaciones que se solicitan y la limitación de iure o de facto, del número de autorizaciones que en cada caso pueden obtenerse, hacen cada vez más ilusoria la imagen del derecho preexistente... que en la mayor parte de los casos no es un derecho subjetivo propiamente tal, sino solamente un poder genérico de libre desenvolvimiento de la personalidad cuya concreción encuentra, precisamente, en la autorización ya otorgada su título específico de concreción y contenido... >>.
   

Desde esta perspectiva es tradicional  ( Gianinni) el intento de establecimiento de una primera clasificación entre las autorizaciones en función de control y las autorizaciones en el marco de las funciones de programación. Mediante las primeras se trata de acotar en  unos límites determinados una realidad concreta motivo por el cual se sitúan en el entorno más próximo a las autorizaciones de policía convencionales. Frente a esto las segundas tratan de situarse en un entorno más genérico centrado en la necesidad de ir canalizando la actuación de la Administración en los diversos ámbitos sectoriales. Por esta razón se sitúan en un entorno más próximo al de la actividad económica.

Desde una perspectiva sistemática podemos intentar configurar la relación jurídica de licencia sobre la base de plantearnos su propia esencia. En este sentido es necesario indicar que, como regla general, la licencia la solicita con el consentimiento de un deportista, un club para una persona determinada. En principio es esencial indicar que, normalmente, la licencia no puede ser pedida por uno mismo sino que debe ser pedida por un club. Desde el mismo punto el club no puede pedir la licencia sin un consentimiento previo o sin un contrato previo en el que se plasma el vínculo con el citado club para participar con él . Estamos por tanto ante un acto complejo que es la confluencia de la voluntad triangular de federación, club y deportistas. De hecho y como inmediatamente se verá de esta relación triangular se derivan obligaciones para todas las partes, de forma independiente y diferenciada para cada uno de uno. Esta regulación triangular es compleja ya que la ruptura del consentimiento entre el club y el deportista – sobre todo si está centrada en el contrato del trabajo- puede o no tener un reflejo inmediato en la relación federativa que, muy a menudo, tiene unas reglas procedimentales propias y, sobre todo, un tiempo de plasmación diferente. 

La cuestión que queda por determinar es la naturaleza administrativa de la licencia en el ámbito del deporte y si la  misma debe ser incluida en la faz publica o privada de estas estructuras poliédricas que se denominan las federaciones deportivas.

El punto clave en la interpretación es el alcance del artículo 3º del Real Decreto de Federaciones Deportivas Españolas establece que además de las funciones propias de las mismas ejercen por delegación las siguientes funciones públicas de carácter administrativo: << a) Calificar y organizar, en su caso, las actividades y competiciones oficiales de ámbito estatal. A estos efectos, la organización de tales competiciones se entiende referida a la regulación del marco general de las mismas, según se establezca en la normativa federativa correspondiente... >>.

Este apartado es, como indicábamos, clave en el modelo deportivo actual. Una interpretación extensiva y amplia del mismo lleva a la Administración deportiva – en cuanto delegante – a ser el auténtico dueño de las competiciones deportivas y, por ende, de su organización al punto de cualquier cuestión de orden organizativo quede incluido en dicho ámbito. Siendo esta interpretación posible es lo cierto que la interpretación de la Administración deportiva viene reconociendo, prácticamente, desde el principio que hay que diferenciar entre << marco general>>, ( expresión utilizada en el segundo párrafo del artículo 3.a)) que se limita, en síntesis, a la aprobación de las reglas generales de organización que se incluyen en los estatutos y reglamentos, y, organización y funcionamiento de la competición en cuestión. Esta segunda parte – la puramente operativa – corresponde únicamente a las Federaciones Deportivas Españolas que son las que aplican, dentro de su ámbito de organización y funcionamiento, las competiciones cuya definición corresponde al Estado. Probablemente una interpretación de este orden es la que permite encontrar una cobertura real y formal a las competencias del CSD que, de otra forma, quedaría centrada de una forma mucho más extensa en la competencia fijada en el artículo 33.1 a) de la LD que se refiere a la competencia de las Federaciones Deportivas bajo la coordinación y tutela del Consejo Superior de Deportes el ejercicio de la función de calificación y organización, en su caso, de las actividades y competiciones oficiales de ámbito estatal. 

Es lo cierto y no cabe negarlo que entre la LD que habilita a la coordinación y a la tutela de una serie de funciones que no califica como administrativas y el artículo 3 del R.D. que sin mayor habilitación da un paso y suma a las técnicas indicadas la definición de la titularidad de las funciones hasta el punto de que se alude expresamente a función pública de carácter administrativo. Dado el paso de mayor intensidad se intenta rebajarlo con una referencia más matizada hasta el punto de que la calificación y organización se centra en la regulación del marco general de la competición.  

La síntesis necesaria debe venir desde una perspectiva interpretativa y de sentido común: el marco general no es la totalidad de la competición ya que lo que la LD quiso es que se coordinase y tutelase el funcionamiento de las Federaciones pero no, como realmente hace el R.D. que se sustituyese hasta el punto de indicar que se trata de competiciones que ya no pertenecen al mundo de federativo sino al administrativo. Este diseño llevado a sus últimas consecuencias subvierte el modelo legal y convierte a la Administración Pública no en un  órgano de supervisión sino de dirección, más allá de que ésta se realice mediante una técnica de delegación.

Desde esta perspectiva la expedición de licencias no puede considerarse, a nuestro juicio, incluida dentro del concepto estricto de lo que corresponde a la Administración Pública aunque no cabe menospreciar el papel que la misma tiene para la organización de la competición. Siendo esto así los problemas de denegación no corresponde asumirse en vía de recurso a la Administración Pública ya que no pueden considerarse incluidos dentro del denominado marco general de la competición. En consecuencia las citadas cuestiones deben dilucidarse dentro de la faz privada y controladas por los tribunales ordinarios a los que corresponderá, en última instancia, determinar si el planteamiento federativo se ajusta o no al Ordenamiento Jurídico.

D) Naturaleza de la licencia y contextualización de la misma en el ámbito de una relación de sujeción especial.

La obtención de una licencia implica el sometimiento a un status general que implica un haz de obligaciones y derechos que es directa consecuencia de la misma. Lo curioso es que la obtención de la licencia  conlleva diferenciados obligaciones y derechos de las partes que confluyen en la relación de licencia. La situación de poseedor de una licencia tiene una obligación esencial para los clubes y para los deportistas: prestar, los primeros,  y acudir, los segundos, a los llamamientos de la selección nacional de la modalidad deportiva correspondiente. Se refiere a esta cuestión el artículo 47 de la LD cuando señala que << es obligación de los deportistas federados asistir a las convocatorias de las selecciones deportivas nacionales para la participación en competiciones de carácter internacional o para la preparación de las mismas... >>. Esta obligación general se traduce en una infracción disciplinaria muy grave en el propio Texto Legal en el artículo 76 .1 f) que tipifica, en todo caso, como infracción muy grave << la falta de asistencia no justificada a las convocatorias de las selecciones nacionales... >>. Desde la perspectiva de las obligaciones de clubes o 
Sad, el régimen jurídico se completa con una referencia a que << fuesen sujetos a una relación laboral, común o especial, su empresario conservará tal carácter durante el tiempo requerido para la participación en competiciones internacionales o la preparación de las mismas, si bien se suspenderá el ejercicio de las facultades de dirección y control de la actividad laboral y las obligaciones o responsabilidades derivadas de dicha facultad, en los términos que reglamentariamente se establezcan... >>.

Esta obligación y las consecuencias que derivan de la misma configuran uno de los elementos que <<externalizan>> la relación jurídica de los deportistas de la bilateralidad (club- Federación /deportista) hacia el carácter triangular al que nos hemos referido anteriormente. Otro aspecto de este régimen puede encontrarse en el artículo 58 de la LD que establece que << todos los deportistas con licencia para participar en competiciones oficiales de ámbito estatal tendrán la obligación de someterse a los controles previstos en el artículo anterior, durante las competiciones o fuera de ellas, a requerimiento del CSD, de las Federaciones Deportivas Españolas, de las Ligas Profesionales o de la Comisión Nacional Antidopaje... >>

Este conjunto de obligaciones tiene un marco y un contexto: la compatibilización del régimen jurídico estatal definido por la LD con lo que pudiéramos denominar el régimen deportivo común en torno a los vínculos asociativos privados que durante mucho tiempo han organizado la actividad deportiva en el conjunto de la actividad mundial.

Desde esta perspectiva la figura que más claramente explica esta construcción es la de las relaciones de sujeción especial. A nuestro juicio y como hemos señalado en otra ocasión a la que debemos remitirnos en este momento 
, la citada construcción, establecida por ley y concretada en algunos de los puntos que hemos señalado y a los que podrían añadirse otros, sirve para explicar la relación jurídica que une al deportista con el deporte ( más allá, por tanto, de la propia con el propio club) y en virtud de la cual puede demandarse, incluso, bajo sometimiento a potestad sancionadora que aquellos deban realizar determinadas prestaciones que sólo se explican en ese contexto general que supera el puramente bilateral con la entidad deportiva por la que han decidido competir.

1.2. La obtención de la licencia deportiva en el ámbito de las competiciones profesionales: un ejemplo concreto, el fútbol profesional.

Los Estatutos de la RFEF establecen en su artículo 14 que << los futbolistas pueden ser profesionales o aficionados>>. No obstante esta clasificación, el artículo 15 de los mismos establece con carácter general que << 1.- Para que los futbolistas puedan participar en partidos o competiciones oficiales de ámbito estatal será preciso que estén en posesión de licencia, expedida por al RFEF...>>. Esta regulación se concreta en el artículo 124 del Reglamento General conforme al cual << 2.- Son profesionales los que, en virtud, de una relación establecida con carácter regular, se dedican voluntariamente a la práctica del fútbol por cuenta ajena y dentro del ámbito de organización y dirección de un club o a cambio de una retribución...>>.

Esta regulación tiene un aspecto más concreto en el artículo 130 del Reglamento General en el que se señala que << las licencias se solicitarán y expedirán en el correspondiente modelo o formulario federativo que se distinguirán con las letras  <<P>> ( Profesionales). A partir de ahí el régimen de expedición es el previsto en el artículo 135 del Reglamento General conforme al cual <<1.- Una vez que los formularios estén debidamente cumplimentado, los clubes los presentaran a la Liga Nacional de Fútbol Profesional, tratándose de futbolistas profesionales pertenecientes a equipos afiliados a la misma... >>. El paso siguiente es la denominada licencia provisional regulada en el artículo 136 del Reglamento General según el cual << tratándose de futbolistas profesionales pertenecientes a equipos adscritos a la LNFP, corresponderá a ésta la tramitación y expedición de sus licencias, que tendrán el carácter de provisionales debiendo remitirlas a la RFEF para el despacho de las definitivas... >>
. Este despacho, salvo en el denominado supuesto de desacuerdo, se realiza en los diez días siguientes a la recepción en los que debe pronunciarse sobre << la validez o no de las licencias>>.

El punto final viene representado por el artículo 138 del Reglamento General conforme al cual << la licencia definitiva del futbolista es el documento que confirma su inscripción como jugador de un club... >>. A partir de ahí << las licencias tendrán a la misma duración que el compromiso, sea o no contractual, del futbolista con el club, salvo que concurra cualquiera de las causas de extinción previstas en la legislación vigente para los futbolistas profesionales o las que reglamentariamente se prevén en relación con lo que no poseen aquella cualidad... >>( Art. 139.

Desde la otra perspectiva, esto es, la profesional se establece la regulación en el Reglamento General de la misma que contiene un Libro V dedicado precisamente a la inscripción y tramitación de licencias de los deportistas profesionales. Es curiosa la definición que efectúa el artículo 1º del mismo cuando señala, en la misma línea conceptual que nos venimos planteando, que << la inscripción de un jugador profesional, es el acto por el cual un club o SAD da de alta a un jugador profesional perteneciente a su disciplina y organización, en virtud de un contrato suscrito al efecto y debidamente registrado en la LNFP... >>
.

La presentación de las solicitudes determina si las condiciones de la misma se ajustan a las determinaciones reglamentarias la aplicación del artículo 5º.2 del Reglamento General (Libro V)  conforme al cual << la LNFP tramitará con carácter provisional las licencias de jugadores profesionales. Las SAD o Club que pretendan inscribir jugadores aficionados para participar en las competiciones profesionales deberán presentar la correspondiente solicitud en al Federación de ámbito autonómico a la que se halle adscrito, precisándose el informe favorable de la LNFP como trámite previo a su despacho >>. 

La expedición de licencias se considera como un derecho de la SAD o el club ( no del deportista) según lo indicado en el artículo 5º del Libro V cuando señala que << toda SAD o club, tiene derecho a que se tramiten las licencias correspondientes a sus jugadores inscritos en la Liga Profesional en los períodos establecidos por su Asamblea General, siempre que no superen el número máximo de licencias permitidas, abonen los derechos económicos, establecidos para el despacho de licencias y cumplan los demás requisitos para dicho tipo de licencias... >>. La conclusión es la licencia definitiva que, en la misma que se ha analizado en la normativa Federativa, << es el documento expedido por la Real Federación Española de Fútbol que habilita al jugador para participar y alinearse en la competición profesional y División a la que se halle adscrita la SAD o el Club y que previamente ha sido inscrito a favor del Club solicitante... >>

A modo de conclusión podríamos extraer algunas conclusiones: la primera, es que la licencia deportiva tiene un condicionante previo: la existencia de un contrato laboral de los previstos en el R.D. 1006/1985, de 26 de junio ( art.7 Libro V. Este contrato contiene el consentimiento para que la SAD o el Club que participe en competiciones profesionales pueda solicitar la inscripción en la competición profesional que se plasma en la licencia. La licencia es, por tanto, la habilitación para uso deportivo que se otorga a un Empresario para utilizar un trabajador previamente contratado. La habilitación se produce en dos momentos que las normas estatutarias y reglamentarias denominan como provisional y que corresponde a la LNFP y como definitiva que corresponde a la LNFP.

1.3. Las transformaciones procedentes del Derecho Comunitario: tendencias del futuro.

El deporte como actividad ajena al mundo del Derecho, en general, está siendo objeto de diversos pronunciamiento cuya línea común es la juridificación de toda o parte de su relación jurídica.

En este marco la aparición y desarrollo del Derecho Comunitario, consecuencia de la unión económica y posteriormente política que supone la Unión Europea tiene una incidencia aun no suficientemente aclarada en el mundo del deporte. La aplicación de las libertades comunitarias, en todos sus extremos, puede llegar a ser una convulsión de todas las estructuras del deporte convencional.

En esta línea y en  la perspectiva analizada puede resulta especialmente importante la  Sentencia del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas de 11 de abril de 2000. Esta Sentencia del Tribunal de Justicia se refiere a la «Libre prestación de servicios Normas sobre competencia aplicable a las empresas judocas Reglamentos deportivos que establecen cupos nacionales y procedimientos de selección por las federaciones nacionales para la participación en torneos internacionales.
 Resuelve los asuntos acumulados C-51/96 y C-191/97,que tienen por objeto peticiones dirigidas al Tribunal de Justicia, con arreglo al artículo 177 del Tratado CE (actualmente artículo 234 CE), por el Tribunal de première instance de Namur (Bélgica), destinadas a obtener, en los litigios pendientes ante dicho órgano jurisdiccional entre Christelle Deliège y Ligue francophone de judo et disciplines associées ASBL,Ligue belge de judo ASBL, Union européenne de judo (asunto C-51/96)y entre Christelle Deliège y Ligue francophone de judo et disciplines associées ASBL,Ligue belge de judo ASBL, François Pacquée (asunto C-191/97).

De esta Sentencia se deduce una nueva consideración de la actividad en el ámbito de las selecciones nacionales como una actividad de carácter  económico. En primer término, la Sta. del Tribunal de Justicia trata de delimitar la actividad que se desarrolla en las selecciones nacionales. En este sentido y con carácter previo podemos indicar lo siguiente:

<< ... Al respecto debe señalarse, en primer lugar, que la resolución de remisión en el asunto C-191/97 evoca, en particular, las primas entregadas en función de los resultados de carácter deportivo anteriores y los contratos de patrocinio directamente relacionados con los resultados conseguidos por el deportista. Por lo demás, la Sra. Deliège ha sostenido ante el Tribunal de Justicia, apoyando sus afirmaciones en determinados documentos que ha presentado, que, debido a sus prestaciones de carácter deportivo, había percibido primas de la Communauté française de Bélgica y del comité olympique et interfédéral belga y que había contado con el patrocinio de una institución bancaria y de un fabricante de automóviles. En relación con los conceptos de actividad económica y de prestación de servicios a efectos de los artículos 2 y 59, respectivamente, del Tratado, procede señalar que delimitan el ámbito de aplicación de una de las libertades fundamentales garantizadas por el Tratado y por ello no pueden interpretarse restrictivamente(véase, en este sentido, la sentencia de 23 de marzo de 1982, Levin, 53/81, Rec.p. 1035, apartado 13).Por lo que respecta más concretamente al primero de dichos conceptos, según reiterada jurisprudencia (sentencias Donà, antes citada, apartado 12, y de 5 de octubre de 1988, Steymann, 196/87, Rec. p. 6159, apartado 10) una prestación de trabajo asalariado o una prestación de servicios retribuidos deben considerarse como actividad económica en el sentido del artículo 2 del Tratado. No obstante, como ha declarado el Tribunal de Justicia, en particular, en las sentencias Levin (apartado 17) y Steymann (apartado 13), antes citadas, las actividades desarrolladas deben ser reales y efectivas y no ser de tal carácter que resulten meramente marginales y accesorias... >>.

En segundo término y, una vez delimitada esta actividad, la conclusión del Tribunal de Justicia es directa << En cuanto a la prestación de servicios, del artículo 60, párrafo primero, del Tratado se desprende que se consideran servicios las prestaciones realizadas normalmente a cambio de una remuneración, en la medida en que no se rijan por las disposiciones relativas a la libre circulación de mercancías, capitales y personas. A este respecto debe señalarse que las actividades deportivas y, en particular, la participación de un deportista de alto nivel en una competición internacional puede implicar la prestación de varios servicios distintos, pero estrechamente imbricados, que pueden estar comprendidos en el ámbito de aplicación del artículo 59 del Tratado, aunque algunos de tales servicios no sean pagados por sus beneficiarios (véase la sentencia de 26 de abril de 1988, Bond van Adverteerdersy otros, 352/85, Rec. p. 2085, apartado 16)... A modo de ejemplo, el organizador de tal competición ofrece al deportista la posibilidad de realizar su actividad deportiva compitiendo con otros contendientes y, correlativamente, mediante su participación en la competición, los deportistas permiten que el organizador ofrezca un espectáculo deportivo al que puede asistir el público, que Puede ser retransmitido por televisión y que puede interesar a los anunciantes publicitarios y a los patrocinadores. Además, el deportista brinda a sus propios patrocinadores una prestación publicitaria que se apoya en la propia actividad deportiva. >>

La conclusión es clara: puede tratarse de una prestación de servicios, con incidencia, por tanto, en la actividad económica pero la determinación inicial de sí concurre dicho elemento es de apreciación nacional.
 Es lo cierto, sin embargo, que la Sentencia adopta un criterio determinante de esta apreciación cuando afirma que <<... A este respecto debe señalarse que la mera circunstancia de que una asociación o federación deportiva califique unilateralmente de amateurs a los deportistas que son miembros de las mismas no excluye, en sí misma, que éstos desempeñen actividades económicas en el sentido del artículo 2 del Tratado. >>.

Desde esta perspectiva podemos indicar que existe, en una primera aproximación, un nuevo concepto respecto de lo que se ha considerado tradicionalmente el amateurismo en el deporte. La posición de la sentencia es que puede existir una actividad económica dentro de la  relación deportiva si se cumplen los requisitos generales que el Derecho comunitario ha utilizado para la delimitación de esta actividad.

El hecho de entender que en la actividad de las selecciones nacionales puede existir una actividad económica que no debe quedar al margen de la consideración y aplicación del Derecho Comunitario es, sin lugar, a dudas una afirmación relevante de futuro para la construcción jurídica que hemos indicado como base en la estructura ontológica de la relación de sujeción especial del deportista. Es difícil seguir admitiendo  que bajo el manto de una relación de sujeción especial se dé cobertura a una relación económica establecida entre el mismo deportista y un tercero.  

Las consideraciones que acaban de apuntarse se sitúan en un entorno cuyos límites y contornos no pueden precisarse en este momento porque no están ultimados y no conocemos realmente su verdadero alcance. Es lo cierto ,sin embargo, que su análisis marca una tendencia futura que probablemente ya aparece clara: Se va a producir una reconcepción del esquema clásico que ha servido para la organización del deporte hasta aquí.

Esta reconcepción es consecuencia de una amplia profesionalización real y encubierta, aceptada o disimulada de la prestación deportiva. Este aspecto determina en todos los ámbitos, con mayor o menor rapidez pero en todos en general, la tendencia a la juridificación de las situaciones subyacentes que no pueden seguir manteniendo una estructura ajurídica basada en reglamentaciones a menudo desconocidas y sobre todo que contienen determinaciones y formas de comportamiento que no encajan fácilmente en un mundo que ha evolucionado hacía otros extremos basados en el convenio, el contrato o la determinación bilateral de las obligaciones que, son precisamente, los elementos que no existían en aquellas.

2. - El status del deportista de alto nivel. 

El status del deportista de alto nivel se inserta dentro de un título específico ( el Título VI de la LD) que regula, precisamente, el denominado deporte de alto nivel. Según el artículo 50 de la Ley y a los efectos de la misma << se considera deporte de alto nivel la práctica deportiva en la que concurran las características señalada en el artículo 6.1. de la presente Ley y que permita una confrontación deportiva con la garantía de un máximo rendimiento y competitividad en el ámbito internacional>>. Estos requisitos a los que se remiten son lo que permite el artículo 6.1. cuando declara que <<1. - El deporte de alto nivel se considera de interés para el Estado en tanto que constituye un factor esencial en el desarrollo deportivo, por el estimulo que supone para el fomento del deporte base, en virtud de las exigencias técnicas y científicas de su preparación y por su función representativa de España en las pruebas o competiciones deportivas oficiales de ámbito internacional... >>

Estos requisitos generales tienen un mandato en el propio párrafo segundo del artículo 6 que señala que << La Administración del Estado
, en colaboración con las Comunidades Autónomas, cuando proceda, procurara los medios necesarios para la preparación técnica y el apoyo científico y médico de los deportistas de alto nivel, así como su incorporación al sistema educativo y su plena integración social y profesional... >>. Este mandato resulta concretado en el propio artículo 53 de la Ley del Deporte.

Este contexto parte de una atribución competencial prevista en el artículo 51 de la Ley del Deporte conforme al cual << El Consejo Superior de Deportes ejerce la tutela y el control del deporte de alto nivel, acordando con las Federaciones deportivas españolas, y, en su caso, con las Comunidades Autónomas los programas y planes de preparación que serán ejecutados por aquellas... >>

Desde esta perspectiva podemos establecer algunas bases esenciales de esta regulación. El deporte de alto nivel cumple una función representativa que lleva al Estado a considerarlo de su interés. Este interés tiene una doble dirección. Cuando se trata de la propia actividad deportiva la Ley del Deporte lo que establece es la tutela directa del CSD para acordar ( y financiar) los programas y entrenamientos suficientes para cumplir los objetivos deportivos que acuerden con las respectivas Federaciones Deportivas Españolas a las que corresponde por imperativo propio de la LD, su ejecución. Esta función se ejerce, en su caso ( sí realmente tienen competencia o participación en la misma) en coordinación con las Comunidades Autónomas. Esta función de coordinación debe tener en la práctica una decantación natural hacia la colaboración en la preparación y, por tanto, en la utilización de los medios recíprocos al servicio de un objetivo común.

Los intereses por el deporte de alto nivel tiene una segunda perspectiva igualmente interesante y, sobre todo, novedosa. Se trata del interés por los deportistas de alto nivel a los que los planes de preparación exigen una dedicación de tal importancia que puede llegar a condicionar su actividad personal, su desarrollo personal y su capacidad de inserción en un ambiente profesional en el que los años dedicados al deporte son, precisamente, los que el resto de la población utiliza para la formación y la profesionalización. Que la LD se preocupase de este tema parece un acierto indudable y, probablemente, nunca bien ponderado. Es lo cierto, como más tarde veremos, que las medidas previstas en la LD no eran suficientes – siendo muy importantes -  y que es este un ámbito en el que realmente pueden realizarse grandes avances en diferentes sectores del Ordenamiento Jurídico. De hecho se han ido produciendo como más adelante analizaremos.  

2.1. Regulación jurídica y beneficios que contiene. 

En esencia la regulación jurídica de los beneficios se contiene en el artículo 53.2. de la LD conforme al cual << a los fines previstos en el apartado anterior y en función de las circunstancias personales y técnico deportivas del deportista, podrán adoptarse las siguientes medidas:

a) Reserva de un cupo de plazas en los Institutos Nacionales de Educación Física y, en su caso, en los Centros Universitarios, para quienes reúnan los requisitos académicos necesarios.

b) Exención de requisitos académicos, generales o específicos, exigidos para el acceso a las titulaciones a que se refiere el artículo 55 de la presente Ley, en las condiciones que fije el Gobierno.

c) Impulso de la celebración de convenios con empresas públicas y privadas para el ejercicio profesional del deportista.

d) Articulación de fórmulas para compatibilizar los estudios o la actividad laboral del deportista con su preparación o actividad deportiva.

e) Inclusión en la Seguridad Social... >>

Estas determinaciones cuya concreción y desarrollo reglamentario realizaremos seguidamente se completan, en el apartado 3 del artículo 3, con una determinación que hoy carece del sentido histórico que tuvo en su momento y que es la referida a determinadas condiciones para el cumplimiento del servicio militar o la prestación social sustitutoria del mismo.

En último término la LD en el párrafo 5 del citado artículo 53 establece que << todas las Administraciones Públicas considerarán la calificación de deportista de alto nivel como mérito evaluable, tanto en las pruebas de selección a plazas relacionadas con la actividad deportiva correspondiente, como en los concursos para la provisión de puestos de trabajo relacionados con aquella actividad, siempre que en ambos casos esté prevista la valoración de méritos específicos...>>.

Esta regulación legal ha sido objeto de un desarrollo reglamentario que comienza con la publicación del Real Decreto 1856/1995, de 17 de noviembre, sobre deportistas de alto nivel, parcialmente modificado por el Real Decreto 254/1996, de 16 de febrero. El proceso culmina por el momento con la publicación del Real Decreto 1467/1997, de 19 de septiembre, sobre deportistas de alto nivel
. Con carácter general puede decirse que este desarrollo – en su conjunto- << supone un primer paso para establecer quienes debían considerarse deportistas de alto nivel, clasificándolos por grupos, en función de la edad y de su participación o no en pruebas olímpicas y para detallar algunas medidas que pudieran adaptarse de cara a facultar su preparación técnica, su incorporación al sistema educativo, su plena integración social y profesional, tanto durante su carrera deportiva como al final de la misma... >>.

Con esta perspectiva podemos sistematizar las medidas previstas en el grupo normativo que acabamos de analizar en la forma siguiente:

A) Medidas en relación con el  seguimiento de sus estudios.

Podemos sistematizarlas en la siguiente forma:

a) Cupo de reserva.

La medida esencial dentro de este apartado es la prevista en el artículo 11 del RDDAN conforme al cual la Universidades, anualmente, deben reservar para quienes acrediten la condición de deportistas de alto nivel y reúnan los requisitos académicos correspondientes, un 3 % de las plazas ofertadas por los centros universitarios. Este porcentaje puede ser ampliado por las Juntas de Gobierno de las mismas.

Este régimen general resulta completado en el supuesto de las Facultades en las que se imparta la licenciatura de la Actividad Física y los Institutos Nacionales de Educación Física en los que la reserva se incrementa en un 2 % hasta llegar, por tanto, al 5 %.

El régimen de reserva de cupo y, en su caso, de exención de las pruebas físicas de acceso, se completa con la posibilidad de la extensión del mismo a los Institutos de Formación Profesional

Este régimen de beneficios se completa con la exención de la realización de las pruebas físicas que, en su caso, se establezcan para el acceso a la citada licenciatura.

Pues bien, en la actualidad y después de la publicación del Real Decreto 69/2000, de 21 de enero, por el que se regulan los procedimientos de selección para ingreso en los centros universitarios de los estudiantes que reúnan los requisitos legales necesarios para acceso a la universidad la regulación expuesta ha sufrido algunos cambios. En concreto es el artículo 18 del mismo el que establece que << para estudiantes que, reuniendo los requisitos académicos correspondientes, el Consejo Superior de Deportes califique y publique como deportistas de alto nivel antes del 15 de junio del año en curso o que cumplan las condiciones que establezca el Consejo de Universidades, se reservarán plazas en un número no inferior al 1 % ni superior al 3 % de las disponibles y, adicionalmente, el 5 % de las plazas correspondientes a la licenciatura de Ciencias en la Actividad Física y del Deporte...>>.

b) Compatibilización de los estudios con la actividad deportiva.

El apartado 4 del artículo 11 del RDDAN establece que << los centros docentes que impartan enseñanzas de régimen general y especial, así como las Universidades, tendrán presente tal condición con relación a las solicitudes de cambios de horarios, grupos y exámenes que coincidan con sus actividades, así como respecto de los límites de permanencia establecidos por las Universidades y, en general, en la legislación educativa>>

A fin de hacer efectiva la cuestión señalada en el apartado anterior el párrafo 6 del artículo 11 habilita al CSD a que pueda << suscribir convenios con las Comunidades Autónomas, Universidades no públicas e instituciones educativas privadas, con el fin de que los deportistas de alto nivel puedan gozar de condiciones especiales para el acceso y permanencia en las misma, respetando, en todo caso, los requisitos académicos generales previstos para el acceso... >>

En este  ámbito se incluye la actividad realizada por el CSD  y que se plasma en las Resoluciones anuales . En el momento presente y a modo de ejemplo puede citarse la Resolución del Consejo Superior de Deportes de 22 de junio de 2000 por la que se convocan subvenciones a universidades públicas o privadas con programas de ayudas a deportistas universitarios de alto nivel correspondientes al año 2000.

El objeto de dicha convocatoria es la promoción y realización de proyectos y programas que impulsen el acceso, seguimiento y finalización de los estudios académicos de todos los deportistas universitarios que cumplan alguno de los requisitos que se citan en la misma y que se centran en la inclusión de deportistas de alto nivel, o con resultados importantes en determinadas competiciones o que perciben ayudas del Programa Ado o similares.
c) Régimen específico en relación con las titulaciones deportivas.

Este régimen está previsto en el apartado 7 del RDDAN conforme al cual << los deportistas de alto nivel estarán exentos de los requisitos académicos, generales o específicos, exigidos para el acceso a las titulaciones de los técnicos deportivos, en las condiciones que fije el gobierno en la norma reglamentaria que dicte en desarrollo de lo previsto en el artículo 55 de la Ley 10/1990, de 15 de octubre, del Deporte... >>.

Es lo cierto ha sufrido algún cambio como consecuencia de la publicación del R.D. 1913/1997, de 19 de diciembre, por el que se configuran como enseñanzas de régimen especial las conducentes a la obtención de titulaciones de técnicos deportivos, se aprueban las directrices generales de los títulos y de las correspondientes enseñanzas mínimas 
.
El punto esencial consiste en señalar que las enseñanzas reguladas en el citado Real Decreto no son, formalmente hablando, las que se encontraban apuntadas en el artículo 55 de la LD y sobre las que giraban los beneficios para los deportistas de alto nivel.

Las nuevas enseñanzas conectan directamente con la LOGSE y se sitúan dentro de ésta como enseñanzas de carácter especial. El título competencial por tanto es el de la enseñanza en general, y no, por tanto, el del deporte. Desde esta perspectiva la nueva regulación no venía obligada a establecer un régimen específico de << protección >> de los deportistas de alto nivel. Sin embargo, la regulación del R.D. 1913/1997, de 19 de diciembre trata de compaginar y de llenar la laguna educativa y la deportiva buscando una línea tendencial en la que se aprecie una merma notable de las segundas a favor de las primeras que pasan a convertirse en la regla.

En este margen el artículo 10 del citado Real Decreto estable que << 1. - De conformidad con el artículo 53 del la Ley 10/1990, del Deporte, los deportistas de alto nivel que reúnan los requisitos de titulación académica establecidos en el artículo 8º de estas normas o superen las pruebas a que se refiere el artículo 9 anterior estarán exentos de pruebas de carácter específico y de los requisitos deportivos que se puedan establecer para cualquiera de los grados en los que se ordenen las enseñanzas de aquella modalidad o especialidad deportiva en la que recibieron tal cualificación... >>
.

En todo caso debe recordarse que la regulación de dichas enseñanzas, como claramente indica la Disposición Adicional Segunda del R.D. de 1997 << no constituyendo regulación del ejercicio de profesión titulada alguna>>. Desde esta perspectiva el acceso a las titulaciones deportivas y, por ende, el acceso a la profesión no es objeto de regulación en el mismo y pueden ser un campo, probablemente transitorio hasta la implantación real en el mercado de las nuevas titulaciones deportivas, en el que puedan realizarse actuaciones concretas.

B) Medidas en relación con su incorporación al mercado de trabajo.

Este régimen se compone de un régimen común y uno específico. En lo que al primero se refiere << el Consejo Superior de Deportes podrá efectuar convenios con empresas, sean públicas o privadas, con el fin de facilitar a los deportistas de alto nivel, condiciones para compatibilizar su preparación técnico - deportiva con el disfrute de un puesto de trabajo >>.

Desde una perspectiva específica y referida a la Administración Pública y conforme al cual << 1.- Todas las Administraciones y empresas públicas considerarán haber alcanzado la calificación de deportista de alto nivel como mérito evaluable, tanto en las pruebas de selección a plazas relacionadas con la actividad deportiva correspondiente, como en los concursos para la provisión de puestos de trabajo, relacionados con aquella actividad, siempre que en ambos casos esté prevista la valoración de méritos específicos... >>.

C) Medidas en relación con  su incorporación y permanencia en los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado.

En este ámbito, también de carácter específico, el artículo 13 establece que en las convocatorias de las pruebas de acceso a los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado, considerarán como mérito el ostentar, o haber ostentado en los últimos cinco años, la condición de deportista de alto nivel siempre que esté prevista en las mismas la valoración de méritos específicos... >>

Además del acceso el régimen previsto tiene algunas peculiaridades en lo que se refiere a la provisión de destinos relacionados con las actividades físicas y deportivas, se valorará como mérito el ostentar o haber ostentado la condición de deportista de alto nivel. Este  régimen que podría considerarse la proyección de las prescripciones genéricas referidas a la función pública se indica dos matices. Conforme al primero << con objeto de fomentar la práctica y formación deportiva   el Consejo Superior de Deportes podrá suscribir convenios con las asociaciones deportivas constituidas en el seno de los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado... >>

Esto se completa con una determinación más genérica y que necesita de la aplicación correspondiente aplicada caso acaso y  conforme al cual << cuando las necesidades del servicio lo permitan, podrán facilitarse las condiciones necesarias para que los deportistas de alto nivel participen en los entrenamientos, concentraciones y competiciones relacionadas con la práctica deportiva... >>

D) Inclusión en el régimen de seguridad social.

Sin perjuicio de las determinaciones más completas que se van a analizar en el apartado siguiente y desde una perspectiva más general, podemos efectuar ahora las consideraciones que sobre la seguridad social contiene el RDDAN.

En lo que a la inclusión en el ámbito de seguridad social se refiere el artículo 14.2 se refiere a esta cuestión que << los deportistas de alto nivel, mayores de dieciocho años, que, en razón de su actividad deportiva o de cualquiera otra actividad profesional que realicen, no estén ya incluidos en cualquiera de los regímenes de la Seguridad Social, podrán solicitar su inclusión en el campo de aplicación del Régimen Especial de la Seguridad Social de trabajadores por cuenta propia autónomos, quedando afiliados al sistema y asimilados a la situación de lata, mediante la suscripción de una convenio especial con la Tesorería General de la Seguridad Social.

El régimen del Convenio Especial se rige por las determinaciones previstas en la norma general que a tal efecto dicta el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales con las siguientes peculiaridades:

a) Los deportistas de alto nivel podrán suscribir el convenio especial aunque con anterioridad no hayan realizado actividad determinante de su inclusión en el campo de aplicación de la Seguridad Social, no exigiéndose, período previo de cotización.

b) La solicitud de suscripción del convenio especial deberá realizarse en el plazo de noventa días naturales, a contar desde la publicación en el Boletín Oficial del Estado de la relación de deportistas de alto nivel y sus modificaciones. Los efectos de esta inclusión se retrotraen al día 1 del mes en que se haya adquirido la condición de deportista de alto nivel.

c) En el momento de suscribir el convenio especial, el interesado podrá elegir la base de cotización entre las vigentes en el Régimen Especial de trabajadores por cuenta propia o autónomos, con sujeción a las normas generales aplicables a dicho régimen.

d) La realización de cualquier actividad profesional por cuenta propia o ajena que suponga la inclusión del deportista de alto nivel en cualquier régimen de Seguridad Social, determinará, sin excepción alguna, la extinción del convenio.

e) No será causa de extinción del convenio especial la exclusión en las sucesivas relaciones anuales publicadas en el Boletín Oficial del Estado de aquellos deportistas que hubiesen estado incluidos con anterioridad y hubiesen suscrito el convenio. 

Esta regulación puede ser objeto de una crítica que debe considerarse real: la suscripción del convenio especial a partir de los 18 años de edad deja fuera de la cobertura del sistema a una gran parte de los deportistas que desarrollan su actividad hasta de esa edad, sobre todo, en disciplinas en los que los años de vida deportiva se desarrollan en estos ámbitos temporales. Es lo cierto también que el sistema no tiene otras salidas sobre todo porque su esencia es todavía una esencial tendencialmente laboralista vinculada a la prestación laboral. De aquí que los esquemas de protección estén pensados y giren en torno a la actividad laboral. Esto es lo que, probablemente, explica las referencias a la edad y al resto  de condicionantes que se indican en la regulación actual.

2.2.Nacimiento y extinción de la condición. 

Procederemos seguidamente a examinar la relación jurídica del deportista de alto nivel desde una perspectiva dinámica: su nacimiento y extinción y la forma de realizar y acreditar ambas.

A) Nacimiento de la condición de deportista de alto nivel.

El nacimiento de la condición de deportista de alto nivel es la consecuencia jurídica de la inclusión en la lista de deportistas de alto nivel. Corresponde al Consejo Superior de Deportes la aprobación de las relaciones de deportistas de alto nivel que le propone la Comisión de Evaluación del Deporte de  Alto Nivel.

a) La Comisión de Evaluación del Deporte de Alto Nivel.

Es un órgano colegiado que a la que se le aplica el régimen general de los órganos colegiados de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común que  funciona en el seno del Consejo Superior de Deportes y cumple cuatro funciones esenciales:

· Elaborar la propuesta de las relaciones anuales de deportistas de alto nivel y las correspondientes modificaciones.

· Proponer, en su caso, al CSD la modificación de los Anexos del Real Decreto en lo que se refiere a los requisitos deportivos para el acceso a la condición.

· La inclusión en las relaciones anuales y, en su caso, en las correspondientes modificaciones de aquellos deportistas que sin estar en los supuestos generales y en atención a su trayectoria deportiva y relevancia social deban ser considerados deportistas de alto nivel.

· Cualesquiera otra que pueda serle encomendadas por el Presidente del Consejo Superior de Deportes con relación al deporte de alto nivel.

En lo que se refiere a la composición la Comisión está presidida por el Secretario de Estado para el Deporte y en la misma están presentes tres representantes del CSD, una persona de reconocido prestigio en el ámbito del deporte de alto nivel, dos representantes de las Federaciones Deportivas Españolas, un representante de las Comunidades Autónomas, uno del COE, otro de las Universidades Públicas, dos deportistas de alto nivel, uno en representación de los deportes olímpicos y otro de los no olímpicos y un secretario cuyas funciones son asumidas por el Secretario General del Organismo.

El mandato de los miembros alcanza a un período de cuatro años y puede ser renovado por un nuevo período. Antes de la finalización de este mandato pueden cesar a petición propia, a propuesta de colectivo que representan, por revocación de la designación o por pérdida de la condición ostentada por la que fueron propuestos.
 

b) Criterios deportivos y requisitos generales para la inclusión en la lista.

Comencemos por señalar como requisito más importante el incluido en el apartado 3º del artículo 3 del RDDAN conforme al cual << Solo podrán ser incluidos en la relación de deportistas de alto nivel, para gozar de los beneficios previsto en el presente Real Decreto, aquellos deportistas que tributen en España por obligación personal en el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas... >>

Al margen de este requisito de alcance general el RDDAN establece una serie de criterios para la inclusión en las listas. Antes de analizar estos criterios es necesario indicar que las normas establecen, con carácter previo, una clasificación en grupos. Son los siguientes:

· Grupo A. Están incluidos los deportistas que participen en modalidades y/o pruebas olímpicas.

· Grupo B. Son los deportistas que participen en modalidades y/o pruebas no olímpicas, definidas y organizadas por las Federaciones internacionales en las que estén integradas las especialidades relacionadas en el Anexo IV 
 del RDDAN, clasificándose en distintos subgrupos sobre la base de su afiliación internacional.

· Grupo C, incluye a los deportistas de edades inferiores a la senior reconocidas por las Federaciones internacionales correspondientes, que participen en alguna de las modalidades y/o pruebas contempladas en los grupos anteriores.

Sobre la base de esta clasificación se establecen una serie de criterios de integración que presentan como referencia el cumplimiento de requisitos deportivos.

Son los siguientes:

GRUPO A. Esta integrado por los deportistas que cumplan alguno de los siguientes requisitos:

A) En las modalidades o pruebas deportivas individuales. Los requisitos son los siguientes:

a) Clasificación entre los primeros puestos de los Juegos Olímpicos o Campeonatos del Mundo absolutos, hasta el rango que se determina en al Anexo I del RDDAN.

b) Clasificación entre los primeros puestos en Campeonatos de Europa absolutos, hasta el rango que se determina en el Anexo I del RDDAN.

c) Figurar en el << ranking>> mundial oficial absoluto, hasta el rango que se determina en el anexo I del RDDAN.

B) En las modalidades o pruebas deportivas de equipo de combate o por eliminatorias con enfrentamiento directo.

Los criterios deportivos, en este supuesto, son los siguientes:

a) Clasificación, formando parte de la Selección Nacional, en su caso, entre los primeros puestos en los Juegos Olímpicos o Campeonatos del Mundo absolutos, hasta el rango que se determina en el Anexo I del RDDAN.

b) Clasificación, formando parte de la Selección Nacional, en su caso, entre los primeros puestos en los Campeonatos de Europa absolutos, hasta el rango que se determine en el Anexo I del RDDAN.

GRUPO B. Se integra por los deportistas que cumplan los siguientes requisitos:

A) En las modalidades o pruebas deportivas individuales:

a) Clasificación entre los primeros puestos en los Campeonatos del Mundo absolutos o en competiciones de gran relevancia internacional hasta el rango que se determina en el Anexo II del RDDAN.

b) Clasificación entre los primeros puestos de los Campeonatos de Europa absolutos, hasta el rango que se determina en el Anexo II del RDDAN.

c) Figurar en el << ranking>> mundial oficial absoluto hasta el rango que para cada subgrupo se determina en el Anexo II del RDDAN.

B) En las modalidades o pruebas deportivas de equipo, de combate o por eliminatorias con enfrentamiento directo, los requisitos deportivos son:

a) Clasificación entre los primeros puestos, formando parte de la Selección Nacional, en su caso, en los Campeonatos del Mundo absolutos o en competiciones de gran relevancia internacional hasta el rango que para cada subgrupo se determina en el Anexo II del RDDAN.

b) Clasificación entre los primeros puestos, formando parte de la selección nacional, en su caso, en los Campeonatos de Europa absolutos, hasta el rango que para cada subgrupo se determina en el Anexo II del RDDAN.

GRUPO C). Esta integrado por los deportistas que cumplan alguno de los siguientes requisitos:

A. En las modalidades o pruebas deportivas individuales. Los requisitos son los siguientes:

a) Clasificación entre los primeros puestos en los Juegos Olímpicos o Campeonatos del Mundo absolutos o de su categoría, hasta los rangos que se determinan en el Anexo III del RDDAN.

b) Clasificación entre los primeros puestos en los campeonatos de Europa absolutos o de su categoría, hasta el rango que se determinan en el Anexo II del RDDAN.

B)En modalidades o pruebas deportivas de equipo, de combate o por eliminatorias con enfrentamiento directo:

Los requisitos deportivos que permiten la inclusión son los siguientes:

a) Clasificación entre los primeros puestos, formando parte de la selección nacional, en su caso, en los Juegos Olímpicos o Campeonatos del Mundo absolutos o de su categoría hasta los rangos que se determinan en el Anexo III del RDDAN.

b) Clasificación entre los primeros puestos, formando parte de la Selección Nacional, en su caso, en los Campeonatos de Europa de su categoría, hasta los rangos que se determinan en el anexo III del RDDAN.

Estos criterios se completan con una serie de determinaciones específicas para los deportistas con minusvalías físicas, psíquicas o sensoriales que se prevén en el artículo 6º del RDDAN.

c) Régimen de funcionamiento y confección de la lista.

El régimen de funcionamiento y aprobación de la lista de deportistas y de las actualizaciones de la misma pasa por los siguientes trámites:

- Propuesta de las Federaciones Deportivas. Se produce en los quince primeros días del mes de enero de cada año y debe incluir la propuesta de deportistas que hubieran realizado. Esta propuesta incluye los méritos de carácter deportivo que justifican la incorporación así como el resto referidos a su situación laboral, de estudios y fiscal.
 

Las modificaciones a la lista anual deberán proponerse, por su parte, dentro de los quince primeros días del mes siguiente al de la finalización de cada trimestre natural.

A partir de ahí la condición se adquiere por la inclusión en la lista que se aprueba por la Comisión a propuesta de la Subcomisión Técnica. La lista y sus modificaciones se publican en el BOE.

B) Extinción de la relación de deportista de alto nivel.

Las causas de pérdida de condición se puede producir de una forma tasada por los siguientes motivos:

· Por quedar excluido de la relación anual de deportistas de alto nivel, al no alcanzar los requisitos deportivos establecidos en este Real Decreto.

· Por haber sido sancionado en firme por dopaje

· Por haber sido sancionado en firme por alguna de las infracciones previstas en el artículo 14 del Real Decreto 1591/1992, sobre disciplina deportiva.

· Por haber dejado de cumplir la condición prevista en el artículo 3.3. del este Real Decreto ( obligaciones fiscales)

Examinemos las características más notables de cada una de ellas:

- Por quedar excluido de la relación anual de deportistas de alto nivel, al no alcanzar los requisitos deportivos establecidos en este Real Decreto.

La relación jurídica de deportista de alto nivel se pierde por la no aparición en la lista subsiguiente a aquella en la que se determinó la inclusión inicial. En consecuencia no existe un acto administrativo de extinción sino que podría indicarse que la condición, consecuencia de una inclusión, es un acto sometido a condición: aparecer en la siguiente lista o desde otra perspectiva una situación  sometida a término.

Al margen de esto es lo cierto que el acto de no inclusión es el término inicial para el cómputo del plazo real de extinción de los beneficios. De esta forma puede indicarse que, con carácter general, << la duración de los beneficios derivados de las medidas contempladas en el presente Real Decreto se extenderá a los dos años naturales siguientes a la pérdida de la condición de deportista 
, salvo que el deportista de alto nivel – siéndolo- hubiese obtenido una medalla olímpica en cuyo caso los beneficios se extienden a cuatro años.

Este plazo es susceptible de interrupción cuando se acredite una situación de incapacidad temporal de las previstas en el artículo 128 del Real Decreto legislativo 1/1994, de 20 de junio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley General de la Seguridad Social. La remisión expresa y textual al artículo 128 de la Ley de Seguridad Social hace que deba entenderse que la interrupción del cómputo no se enmarca en un concepto vulgar y expansivo – cualquier afectación física que impida o menoscabe el ejercicio de la actividad – sino que se entiende referido a aquellas situaciones de inclusión en alguno de los regímenes de seguridad social y siempre que la misma se determine conforme a la legislación de seguridad social.

· Por haber sido sancionado en firme por dopaje.

Este apartado y el que se analiza seguidamente plantean un problema jurídico que no es menor: se trata de una determinación de carácter accesorio que se une a una sanción administrativa diferenciada y tramitada y resuelta en un procedimiento diferente.

Este simple planteamiento nos conduce a una duda clara: determinar si nos encontramos ante un supuesto de non bis in idem o lo que es lo mismo de doble sanción por unos mismos hechos. Como cuestión previa y de principio es necesario indicar que la condición de deportista de alto nivel es un acto administrativo declarativo de derechos. Su revisión debe producirse, por tanto, en la forma prevista en la Ley 30/1992 o en el marco de un procedimiento sancionador.

En este sentido recordemos que el dopaje deportivo se encuentra regulado en lo que a su régimen disciplinario y sancionador se refiere, en el ámbito de una norma específica que ha desarrollado el artículo 76.1.d) de la LD. Nos referimos, primero, al Real Decreto 255/1996, de 16 de febrero, por el que se establece el régimen de infracciones y sanciones para la represión del dopaje
 y, más tarde, al  Real Decreto 1642/1999 (BOE 260/1999 de 30-10-1999  que modifica el Real Decreto 255/1996, de 16 de febrero, por el que se establece el régimen de infracciones y sanciones para la represión del dopaje.

 El artículo 2º del citado Real Decreto no establece entre las sanciones la que pudiéramos denominar accesoria de pérdida de la condición de deportista de alto nivel. No obstante podría indicarse que es otro Real Decreto el que cubre la laguna y establece la sanción. Sin embargo, frente a esto cabría indicar que, por un lado, la accesoria no se encuentra cubierta bajo la reserva de ley que establece la LD en la tipificación de las sanciones susceptibles de ser impuestas; y, por otro, que la pérdida de la condición no es impone en el mismo procedimiento disciplinario sino que es consecuencia de aquel, esto es, cuando el mismo ha culminado y es firme. 

Téngase en cuenta, además, que tanto en este supuesto como en el que se señala en el apartado siguiente se da una circunstancia añadida en orden a la condición accesoria que venimos analizando. Esta determinación es la que las personas que pierden su condición por estos motivos caen en una inhabilitación para obtener de nuevo esta condición mientras dure la sanción en cuestión. En consecuencia nos estamos refiriendo a una doble figura: la revisión del acto de concesión y la inhabilitación para acceder a esta condición mientras dure la sanción disciplinaria que lo justifica.

Más allá de lo correcto que en términos deportivos parece que quien esta siendo considerado deportista de alto nivel y tiene o disfruta de unos beneficios sea una persona sin tacha ni mácula en dicho ámbito es lo cierto que sobre la misma y su establecimiento planea una cierta consideración de sanción que conduciría ineludiblemente a entender que sólo es posible si tiene cobertura directa en la LD, cosa que, como se ha dicho no ocurre. De lo contrario se trata de un acto limitativo de derechos que sólo podrá realizarse en el ámbito de un expediente contradictorio y en él resulta bastante complicado eludir el obstáculo teórico de la doble sanción por unos mismos hechos. Es lo cierto que existen algunos supuestos semejantes en nuestro Ordenamiento Jurídico de los que resulta especialmente relevante la normativa en materia de subvenciones. La diferencia, a nuestro juicio, es que en este caso la modificación de las reglas de la concesión viene expresamente prevista en el artículo 81 de la LGP (ap. 8)
 y en el propio artículo 82 cuando se refiere a las sanciones.
 La contemplación de los efectos accesorios en la norma con rango de ley permite y justifica que las normas reglamentarias y las propias bases de la convocatoria establezcan determinaciones de aquel tenor sin riesgo de incurrir en la doble sanción.

En último término parece necesario precisar a qué tipo de firmeza se refiere el RDDAN. A nuestro juicio es claro que una norma administrativa como la que se analiza se debe referir únicamente a su ámbito, esto es, a al firmeza en el ámbito administrativo. La ulterior impugnación judicial tiene sus propias reglas y las mismas regirán en lo que se refiere a la ejecución anticipada o demorada en función, a su vez, de que los órganos jurisdiccionales concedan o no la suspensión del acto administrativo en cuestión. Esta interpretación es acorde con lo dispuesto en el artículo 15.2 del RDDAN conforme al cual << en los supuestos previstos en los párrafos b) y c) del artículo 16, la pérdida de la condición de deportista de alto nivel y sus beneficios se producirá desde el momento en que recaiga resolución firme y se publique en el Boletín Oficial del Estado su exclusión anual de la relación anual de tales deportistas...>>. Lo que ni el RDDAN ni ninguna otra norma especifica determina es cómo se produce la resolución de exclusión. A nuestro juicio debe ser, al menos, en el marco de un expediente contradictorio y asegurando el derecho de defensa. 

- Por haber sido sancionado en firme por alguna de las infracciones previstas en el artículo 14 del Real Decreto 1591/1992, sobre disciplina deportiva.

El artículo 14 del Reglamento de Disciplina Deportiva se refiere a las denominadas Infracciones comunes muy graves. Las sanciones susceptibles de ser impuestas por la comisión de las mismas son las previstas en los artículos 22 y 23 del propio Reglamento. En ninguno de ambos artículos se hace referencia alguna a la sanción o medida accesoria de pérdida de la condición de deportista de alto nivel.

La problemática de la posible insuficiencia de rango en la determinación de estas medidas, de los efectos y de la inhabilitación de facto que la misma supone son comunes a lo indicado en el apartado anterior al que, por tanto, debemos remitirnos en este apartado.

· Por haber dejado de cumplir la condición prevista en el artículo 3.3. del este Real Decreto ( obligaciones fiscales).

De conformidad con lo indicado en el artículo 15.2 del RDDAN la pérdida de la condición de deportista  de alto nivel se producirá desde el momento en que cese la sujeción a tributación por obligación personal en el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, sin perjuicio de su publicación en el Boletín Oficial del Estado.

La cuestión es aquí más compleja aún. La redacción literal parece apuntar a una especie de automatismo que no es acorde con la naturaleza del acto en cuestión ni con la forma de revisión que procede del régimen jurídico común de las Administraciones Públicas. En consecuencia y aunque nada se diga el automatismo debe dejar paso al expediente contradictorio y a la notificación individual de la exclusión, con independencia de la publicación en el BOE. 

3. - La protección social de los deportistas.

La LD contiene diversas manifestaciones de protección social que, en su mayor parte, se identifican con la asistencia sanitaria y, en su caso, las consecuencias de la actividad deportiva. Frente a esto no existen determinaciones específicas sobre las prestaciones cuyo objeto es la cobertura ante las situaciones de falta de ingresos derivadas de la incapacidad para el trabajo. La esencia de esta regulación no es otra que la de pensar que esta es una actividad con la que no se gana la vida de ahí que las previsiones queden centradas en los accidentes y en la falta de salud.

El punto clave es en esta cuestión es el artículo 59 de la LD que contiene una regulación compleja que podemos sistematizar de la siguiente forma:

a) Cobertura de riesgos derivados de la práctica deportiva general.

Se indica que dicha cobertura constituye una prestación ordinaria del régimen de aseguramiento sanitario del sector público y de los seguros generales de asistencia sanitaria prestados por Entidades privadas.

Este esquema se presta a una cierta confusión. Después de la universalización del sistema de salud (art.43) y del reconocimiento final del derecho a la asistencia sanitaria al margen del esquema de la seguridad social, hace que las prestaciones del sistema de salud se perciban por todos los ciudadanos. De esta forma la asistencia sanitaria del sistema de salud es la cobertura actual a la que se refiere el artículo 59 de la LD, con independencia de la descontextulización actual del término aseguramiento que no se corresponde con la naturaleza de la prestación inserta en la Ley General de Sanidad.

El punto de confusión, a nuestro juicio, deriva de la referencia a los seguros generales de asistencia sanitaria prestados por Entidades privadas. En este ámbito la determinación del artículo 59 de la LD es puramente prescriptiva y de marco general de la ordenación del seguro de forma que debe entenderse proscrita la posibilidad de que las pólizas de seguro excluyan los riesgos derivados de la actividad deportiva. Se trata, no obstante, de una determinación genérica que no tiene una manifestación ni plasmación concreta.

b) El aseguramiento de los deportistas con licencia deportiva.

Esta determinación parte de indicar que, con independencia de otros aseguramientos especiales que pudieran establecerse, todos los deportistas federados que participen en competiciones oficiales de ámbito estatal deberán estar en posesión de un seguro obligatorio que cubra los riesgos para la salud derivados de la modalidad deportiva correspondiente.

Esta regulación se completa con la indicación de que << en el caso de que la asistencia sanitaria sea prestada por una Entidad distinta a la aseguradora, ésta  última vendrá obligada al reintegro de los gastos producidos por dicha asistencia, conforme a lo prevenido en el artículo 83 de la Ley General de Sanidad... >>.

c) Coberturas adicionales para colectivos deportivos específicos.

Se refiere a esta cuestión el apartado 3 del artículo 59 conforme al cual << en función de las condiciones técnicas y en determinadas modalidades deportivas, el Consejo Superior de Deportes podrá exigir a las Federaciones Deportivas españolas que, para la expedición de licencias o la participación en competiciones oficiales de ámbito estatal, sea requisito imprescindible que el deportista se haya sometido a un reconocimiento médico de aptitud>>. Es esta una previsión, sin duda, acertada. La proliferación de deportes y modalidades de riesgo es una constante en nuestra.
  

Es esta una determinación que no ha tenido el desarrollo normativo y reglamentario adecuado, además de por su propia complejidad técnica, porque, probablemente,  tiene un coste adicional en la expedición de licencias que ha sido muy difícil de asumir.

3.1. El régimen de seguridad social.

La regulación del régimen de seguridad social aplicable a los deportistas puede agruparse, según las diferentes formas de realización de la actividad, en torno a cuatro sistemas:

a) Seguridad Social  en el ámbito de la prevención general.

Nos hemos referido ya a esta cuestión en el análisis del artículo 59 de la propia LD. La Ley 14/1986, de 25 de abril, de sanidad en su artículo 1º establece que << son titulares del derecho a la protección de salud y a la atención sanitaria todos los españoles y los ciudadanos extranjeros que tengan establecida su residencia en el territorio nacional... >>
. Este precepto se concreta en el artículo 3º de la misma cuando señala que << la asistencia sanitaria pública se extenderá a toda la población española. El acceso y las prestaciones sanitarias se realizarán en condiciones de igualdad efectiva... >>.

En consecuencia la asistencia sanitaria que cubra los riesgos de la actividad deportiva en general se incluye dentro de la que presta el Servicio Nacional de Salud. El titulo jurídico para obtener la titularidad de la misma es, exclusivamente, la de ser español por lo que ha desaparecido, a los efectos de lo que aquí se analiza y al margen por tanto del reequilibrio financiero interno, cualquier vinculación con la actividad laboral o con la edad como forma de conexión con la asistencia en el marco de la relación de un pariente bajo cuyas expensas vive.

b) Seguridad social convencional, previa integración en el Régimen General de la Seguridad Social, para los deportistas profesionalizados.

Este esquema es aplicable únicamente a los deportistas profesionalizados. El concepto de profesionalización es utilizado aquí en un sentido real y no técnico - deportivo. Quiérese decir que se incluyen dentro del mismo dos modalidades declaradas expresamente como profesionales ( fútbol y baloncesto) y dos modalidades que perciben retribuciones estables por su actividad cifrándose dicha percepción en tener suscrito un contrato de los indicados en la relación laboral de carácter especial de los deportistas profesionales. Estas modalidades son el ciclismo y el balonmano.

Es cierto y el apartado siguiente lo demuestra que existen otros deportistas que perciben retribución por su actividad y, por tanto, desde una perspectiva estrictamente laboral serían en muchos casos relaciones laborales ( o eventualmente mercantiles) ocultas o subyacentes que sólo afloran ante situaciones de conflicto y cuando las autoridades laborales y la jurisdicción social se ven compelidos a pronunciarse sobre la naturaleza jurídica relación  en cuestión. En la mayor parte de los supuestos se dan los requisitos para considerar la relación como laboral tanto por la retribución como por el sometimiento a la capacidad de dirección y organización y la vinculación a un proceso productivo.

En este supuesto de deportistas profesionalizados el régimen de seguridad social y las condiciones del mismo se fijan en los denominados Reales Decretos de integración en el régimen general de seguridad social en los que se establecen las siguientes características:

· Real Decreto 2621/1986, de 24 de diciembre, por el que se integran los regímenes especiales de la seguridad social de los trabajadores ferroviarios, jugadores de fútbol, representantes del comercio, toreros y artistas en el régimen general, así como se procede a la integración del régimen de escritores de libros en el régimen especial de trabajadores por cuenta propia o autónomos.
 La regulación específica se centra en determinar el grupo de cotización según las categorías deportivas ( Primera División, 2º grupo, segunda división, 3 grupo, Segunda División B, 5 grupo y las restantes categorías, 7 º Grupo). A esto se añade el señalamiento del epígrafe 121 de la tarifa de primas en el marco de los accidentes y enfermedades profesionales.
· Real Decreto 766/1993, de 21-05-1993 (BOE  05-06-1993, por el que se incluye en el Régimen General de la Seguridad Social a los jugadores profesionales de baloncesto.

La esencia de esta regulación es la prevista en el artículo 2 conforme al cual << 1. La acción protectora dispensada a los jugadores profesionales de baloncesto será la establecida en el artículo 83.1 del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social.2. Los clubes o entidades deportivas de baloncesto tendrán la consideración de empresarios, a efectos de las obligaciones que para éstos se establecen en el Régimen General de la Seguridad Social...>>

- Real Decreto 1708/1997, de 14-11-1997 por el que se integra en el Régimen General de la seguridad social a los jugadores profesionales de balonmano.

Este Real Decreto es de un tenor semejante al de los jugadores de baloncesto con la actualización que el artículo 3º del mismo establece en relación con la cotización. Establece el citado artículo que << A los jugadores profesionales de balonmano les será de aplicación, a efectos de cotización, lo establecido en el artículo 34 del Real Decreto 2064/1995, de 22 de diciembre, por el que se aprueba el Reglamento General sobre Cotización y Liquidación de otros derechos de la Seguridad Social...>>

· Real Decreto 1820/1991, de 27 de diciembre que incluye en la Seguridad social a los ciclistas profesionales.

La regulación no difiere de las reglas generales que acabamos de indicar para el resto de colectivos de deportistas. 

El régimen prestacional que deriva de esta inclusión es la aplicación de lo dispuesto en el artículo 38 de la Ley General de Seguridad Social que determina la acción protectora en el marco de las siguientes prestaciones: a) asistencia sanitaria en los casos de maternidad, enfermedad común o profesional y de accidentes, sean o no de trabajo; b) recuperación profesional, cuya procedencia se aprecie en cualquiera de los casos que se mencionan en el apartado anterior; c) prestaciones económicas en las situaciones de incapacidad temporal, invalidez, jubilación, desempleo, muerte y supervivencia.

c) Seguridad social en el régimen especial de trabajadores autónomos.

El hecho de que algunos deportistas realicen una actividad económica en un marco propio al margen del ámbito de dirección y organización de un empleador –sea SAD o club – ha llevado a algunos deportistas a buscar su protección en el ámbito de la seguridad social por la vía del denominado régimen especial de autónomos. En él pueden quedar incluidos aquellos deportistas que conciertan su actividad de una forma esporádica para los organizadores de eventos deportivos no configurados de una forma interconectada. A esta característica debe añadirse otra consistente en que las normas deportistas habiliten la actividad deportiva al margen de la estructura de un club. Esto ocurre en algunas modalidades deportivas que admiten la licencia individual o, al menos, la utilización de la misma al margen de aquella estructura.

Este régimen está previsto en el Real Decreto 2530/1970, de 20 de agosto, que regula el régimen especial de la seguridad social de los trabajadores por cuenta propia o autónomos 
. El artículo 2º del citado Real Decreto establece que << se entenderá como trabajador por cuenta propia o autónomo aquel que realiza de forma habitual, personal y directa de una actividad económica a título lucrativo, sin sujeción por ella a contrato de trabajo y aunque utilice el servicio remunerado de otras personas... >>.

La acción protectora en este régimen está prevista en el artículo 27 y comprende: a) las prestaciones por invalidez en los grados de capacidad permanente total para la profesión habitual, incapacidad permanente absoluta para todo trabajo y gran invalidez; b) Prestación económica por vejez; c) Prestaciones económicas por muerte y supervivencia; d) Asistencia sanitaria; e) servicios sociales.

d) Seguridad Social en el seno del convenio especial con la Tesorería General de la Seguridad Social.

La aplicación de este instrumento es ciertamente residual salvo para los deportistas de alto nivel, al que ya nos hemos referido. El carácter o la condición de residual deriva de que se trate de un instrumento que no puede utilizarse de una forma directa para sustituir el régimen ordinario sino que exclusivamente pueden suscribirlo, salvo normativa explícita en contrario como ocurre en el caso de los deportistas de alto nivel, quienes han realizado previamente una actividad laboral que diera ocasión para la inclusión en el régimen de la seguridad social. Se trata, por tanto, de mantener el tracto continuo de la permanencia contributiva en el régimen de la seguridad social.

Esta regulado en la Orden Ministerial de 18 de julio de 1991, que incluye entre su acción protectora la cobertura de las prestaciones correspondientes a invalidez permanente y muerte y supervivencia, derivadas de enfermedad común y accidente no laboral, jubilación y servicios sociales. Este régimen se completa, con carácter voluntario , incluir dentro de la acción protectora del mismo la prestación de asistencia sanitaria, por enfermedad común, maternidad o accidente no laboral.

Las dificultades proceden de la interpretación del artículo 2º de la citada Orden Ministerial en relación con las personas que pueden suscribir el Convenio Especial. Estas personas son las siguientes: a) Los trabajadores que causen baja en el Régimen de la Seguridad Social en que estaban encuadrados y no queden comprendidos en cualquier otro Régimen del Sistema de la Seguridad Social que tenga establecido con aquél, cómputo recíproco de cotizaciones.; b) Los pensionistas de invalidez permanente total para su profesión habitual que, con posterioridad a la fecha de efectos de la correspondiente pensión, hayan realizado trabajos determinantes de su inclusión en el campo de aplicación de alguno de los Regímenes que integran el Sistema de la Seguridad Social, y se encuentren en la situación prevista en el apartado anterior.;- c) Los pensionistas que hayan sido declarados plenamente capaces o inválidos parciales, como consecuencia de un expediente de revisión por mejoría, y los pensionistas de jubilación o invalidez permanente a quienes se anule su pensión en virtud de sentencia firme.;- d) Los trabajadores que se encuentren en situación de invalidez provisional; e) Los trabajadores que hayan causado baja en el correspondiente Régimen de Seguridad Social por causa de solicitud de una pensión.

3.2. El régimen de aseguramiento privado obligatorio por disposición legal.

El régimen de aseguramiento privado esta inserto en el ámbito de la obligatoriedad prevista en el artículo 59.2 de la LD de tener – además de las previsiones de seguridad social a las que nos hemos referido anteriormente- un seguro obligatorio de carácter deportivo incluido dentro del ámbito del régimen del seguro privado.

La Disposición Final de la LD autoriza al Gobierno para dictar las disposiciones necesarias para el desarrollo de la misma. En aplicación de esta autorización se produce la publicación del Real Decreto 849/1993, de 4 de junio, por el que se determinan las prestaciones mínimas del seguro obligatorio deportivo (BOE núm.298, de 14 de diciembre, de 1993).

Este seguro debe ser entregado por las Federaciones Deportivas Españolas y las de ámbito autonómico integrados en ellas en el momento de expedición de la licencia deportiva que habilita para la participación en competiciones oficiales de ámbito estatal y de forma conjunta con ella ( Art.3 del R.D..

El seguro en cuestión se suscribe por las Federaciones Deportivas Españolas o las Federaciones de ámbito autonómico integradas en ellas, en la condición de tomadores del seguro y siempre que las mismas participen en competiciones oficiales de ámbito estatal. El seguro debe cubrir los riesgos para la salud y los que sean derivados de la práctica deportiva en que el deportista esté federado, incluyendo el entrenamiento de la misma. El régimen incluye de forma obligatoria y bajo supervisión a realizar por el CSD al comienzo de cada temporada (art.4 del R.D.) el conjunto de prestaciones que se contiene en el Anexo del Real Decreto y que afecta a un conjunto de 13 determinaciones sobre el contrato de seguro a realizar.

La suscripción de este seguro debe realizarse en el marco de la regulación general del seguro y, concretamente, a lo dispuesto en el artículo 100 (definición de lesión corporal), 105 (características del aseguramiento de la enfermedad) 106 ( características de los seguros de enfermedad y asistencia sanitaria), de la Ley 50/1980, de 8 de octubre, del Contrato del Seguro.

Este breve análisis debe completarse con la referencia a que la suscripción del seguro puede realizarse en cualquier entidad de seguros constituida conforme a la normativa del seguro privado.  

4. - Tratamiento fiscal de los deportistas.

Uno de los apartados más complejos en el tratamiento de los deportistas es el que se refiere. Los términos del debate son claros: los deportistas generan – en el mejor de los casos – un fuerte volumen de ingresos en muy poco tiempo. El tratamiento fiscal de esas rentas conforme a los criterios generales del sistema impositivo genera situaciones de gran exigencia fiscal lo cual genera, muy a menudo, un entorno de situaciones imaginativas que tratan de aliviar la presión fiscal.

En este ámbito del razonamiento se incluye, además, la referencia a que los ingresos se producen en un momento en el que se merma, por la propia biológica en la que se realizan, la capacidad de profesionalización alternativa como medio de subvención de las necesidades propias y de su familia.

Frente a esto el sistema fiscal responde a las críticas indicando que no pueden aceptarse tipos impositivos diferentes por razón de la actividad y que el tratamiento de estas rentas como irregulares no cumple las condiciones generales que delimitan este concepto.

En la línea divisoria, de comprensión del fenómeno y de intento de evitar las soluciones originales que tienen como referencia final que el deportista no contribuya en España, se han producido en los últimos tiempos algunas medidas que intentan <<dulcificar>> o, simplemente ajustar a la realidad las retribuciones percibidas por los deportistas.

No nos corresponde en este momento realizar un análisis exhaustivo del régimen fiscal e impositivo de los deportistas cosa que además ya ha sido adecuadamente realizada por la doctrina, sino que el objeto de este apartado debe centrarse en el análisis de las medidas específicas sobre esta cuestión.  

4.1. Rentas exentas. 

La Ley 40/1998, de 9 de diciembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y otras normas tributarias establece en su artículo 7 las que considera rentas exentas del mismo en el seno del citado Impuesto. Entre ellas el apartado m) se refiere a << las ayudas de contenido económico a los deportistas de alto nivel ajustadas a los programas de preparación establecidos por el Consejo Superior de Deportes con las Federaciones Deportivas Españolas o con el Comité Olímpico Español, en las condiciones que reglamentariamente se determinen... >>. Este desarrollo reglamentario se produce con la publicación del Real Decreto 214/1999, de 5 de febrero, por el que se aprueba el Reglamento del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas que, en su artículo 3º trata de precisar el alcance de la exención. En concreto el citado precepto establece que << a los efectos de lo previsto en el artículo 7 m) de la Ley del Impuesto, estarán exentas, con el límite de 5.000.000 pos. anuales, las ayudas económicas de formación y tecnificación deportiva que cumplan los siguientes requisitos: a) Que sus beneficiarios tengan reconocida la condición de deportistas de alto nivel, conforme a lo previsto en el Real Decreto 1467/1997, de 19 de septiembre, sobre deportistas de alto nivel; b)Que sean financiadas directa o indirectamente por el Consejo Superior de Deportes, por la Asociación de Deportes Olímpicos, por el Comité Olímpico Español o por el Comité Paralímpico Español... >>

Como señala Corcuera << las características de este tipo de ayudas pueden destacarse en las tres siguientes. En primer lugar, se comprenden todas las aportaciones económicas ( ayudas) que tengan como fin cooperar a la preparación ( formación ) o mejora ( tecnificación) de la aptitud del deportista en la modalidad que practique, bien se destinen a gastos de mantenimiento y estancia, material deportivo, desplazamientos, <<stage>> en lugares o centros que mejoren el rendimiento etc...; En segundo lugar, la  ayuda exenta puede adoptar la forma de beca, subvención, donación y puede ser dineraria, que será lo más normas o en especie; en tercer lugar, la ayuda puede ser pública o privada... >>.
 

A las anteriores características hay que añadir para determinar la exención otras dos más de carácter adicional: en primer término, el límite cuantitativo de hasta cinco millones de pesetas anuales ( cantidad que se corresponde con la que con carácter máximo estaba fijándose para los deportistas de mayor nivel en el ámbito del ADO), limite introducido por la remisión reglamentaria que efectúa la propia Ley. En segundo término, se refiere la exención a la financiación tasada que debe proceder del propio CSD ( Presupuestos Generales del Estado), de la Asociación de Deportes Olímpicos o de los Comités Olímpico y Paralímpico. En todo caso y sin perjuicio de que debe tratarse de ayudas para el entrenamiento es lo cierto que la definición propuesta por el Reglamento ha cubierto las que, con frecuencia, constituyen las modalidades más conocidas. Abarcan a las ayudas directas del CSD, a las indirectas del CSD a través de las Federaciones Deportivas Españolas, las del Ado y, eventualmente, las de los Comités olímpicos y paralímpicos. 

4.2. Rentas irregulares. 

Este es, sin duda, uno de los puntos esenciales de la discusión. La regulación actual establece las siguientes condiciones en orden a la consideración como irregular de las rentas. Sobre este punto la cuestión central es la prevista en el artículo 17.2 a) de la Ley del Impuesto sobre la Renta de las personas físicas que establece la siguiente regulación del rendimiento neto del trabajo conforme a la siguiente regulación << como regla, los rendimientos íntegros se computarán  en su totalidad excepto que les sea de aplicación alguna de las reducciones siguientes: a) El 30 por ciento de reducción, en el caso de rendimientos que tengan un período de generación superior a dos años y que no se obtenga de forma período o recurrente, así como aquellos que se califiquen reglamentariamente como obtenidos de forma notoriamente irregular en el tiempo... >>  

Es claro, por tanto, que el mecanismo de rentas irregulares tiene una doble formulación. Son <<ope legis>> rentas irregulares las que se corresponden con rendimientos que tengan un período de generación superior a dos años.
 Al lado de esto y por determinación expresa ( que la Ley remite al Reglamento) pueden ser considerados con rendimientos irregulares los supuestos previstos en el artículo 10 del Reglamento que analiza los supuestos de determinación expresa de la condición de la irregularidad de los rendimientos en cuestión.

En el supuesto del deporte especialmente el profesionalizado que es al que más afecta esta cuestión ha contribuido a hacer más difícil la aplicación al ámbito del deporte de este concepto. En este sentido debe indicarse que se hubiese mantenido la vieja distinción entre ficha y sueldo, la primera podría llegar a cumplir los requisitos  que acabamos de analizar para ser considerada una renta irregular ya que cumple una generación por período superior al de la obligación de contribución.

Es lo cierto, sin embargo, que la tendencia actual a <<fichar en neto>> y sin distinción entre un ambos conceptos retributivos complica esta posibilidad que, por otro lado y desde una perspectiva teórica se mantiene abierta.

4.3. Los derechos de imagen.

Al margen de estas consideraciones de orden fiscal y desde una perspectiva estrictamente jurídica de carácter contractual es necesario recordar que la regulación de la imagen toma como elemento central lo previsto en el artículo 7.3 del R.D.1006/1985 
,conforme al cual: << 3. - En lo relativo a la participación en beneficios que se deriven de la explotación comercial de la imagen de los deportistas se estará a lo que pudiera determinarse por Convenio Colectivo o pacto individual, salvo en el supuesto de contratación por empresas o firmas comerciales previsto en el número 3 del artículo 1º del presente Real Decreto... >>

El esquema es, pues, claro: los deportistas profesionales pueden ceder su imagen en el ámbito de la regulación colectiva o en la del contrato de trabajo. También es cierto que una interpretación <<contrario sensu>> permite entender que los derechos de imagen pueden no ser cedidos o pueden serlo ( como ha sido lo habitual) de una forma parcial.

Dado el esquema que acabamos de enunciar parece conveniente analizar en este momento lo que podría considerarse la regulación más genérica que es la que está al margen de los contratos individuales y que por su propia heterogeneidad no es susceptible de análisis en un trabajo como el presente.

Como señalan Cazorla y Corcuera 
 la imagen es << el segundo integrante de la base imponible del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas de los deportistas... La regulación de los derechos de imagen fue introducida en la normativa legal anterior, con carácter de novedad, por la Ley 13/1996, de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y del orden social, de donde se paso a la actual Ley del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas cuyo artículo 23.4.e) considera dentro del catálogo general de << otros rendimientos del capital mobiliario>> los procedentes de la cesión del derecho a la explotación de la imagen o del consentimiento o autorización para su utilización, salvo que dicha cesión tenga lugar en el ámbito de una actividad económica...>>.

Esta mala resolución condujo a la existencia de un derecho de imagen que se cuantifica en el 15 % del salario contractualmente fijado en el ámbito de su relación especial. 

A partir de aquí comenzaron a aparecer <<soluciones originales>>. Podemos sintetizarlas sin ningún ánimo de exhaustividad en las siguientes:

a) El doble contrato bien sea con el mismo Club o SAD o bien con un tercero puramente instrumental a efectos fiscales.

Se refieren a esta cuestión  Cazorla y Corcuera cuando indica que <<sé... idearon dos soluciones complementarias, que convenían tanto a las entidades deportivas como a los profesionales del deporte... Por una parte, el club firmaba dos contratos, uno laboral, que retribuía la prestación de servicios deportivos y otro de cesión de derechos de imagen, que compensaba la explotación o utilización publicitaria de la imagen del deportista por la entidad correspondiente; por otra, el deportista firmaba el contrato directamente, mientras que cedía su imagen a una sociedad, que podía estar sometida al régimen de transparencia fiscal y ser no residente en España al situarse en paraíso fiscal, la cual a su vez era la que cedía el derecho al club y firmaba el correspondiente contrato, en el que sólo aparecía el consentimiento del deportista...>>

Al margen de esto es lo cierto que el doble contrato plantea importantes problemas operativos desde una perspectiva diferente a la fiscal ya que puede llegarse a producir una disociación entre la vigencia del contrato laboral y el de explotación de la imagen, lo cual hace inviable en la práctica la utilización de la facultad de resolución unilateral que la legislación laboral atribuye a los deportistas profesionales. 

b) Doble contrato con cesión de derechos de imagen a un tercero como contraprestación de unos servicios de explotación audiovisual.

No obstante, esta consideración no es tan simple ya que inmediatamente surge – ante lo que se considero la insuficiencia de la fórmula – una consideración paralela también ligada a la imagen: la explotación concurrente de la imagen por terceros.

Este ejemplo se plasma en un contrato paralelo de una entidad privada diferente a la propia SAD que decide explotar la imagen del deportista en su cadena o sistema de emisión y por la cual retribuye al deportista en teórica connivencia con la SAD que completa de esta forma los ingresos del deportista mediante un sistema fiscal que finalmente resulta más ventajoso que la integración total de las retribuciones en el marco del contrato de trabajo. 

Esta fórmula deja subsistente muchas dudas. La primera, la compatibilidad con el propio contrato de trabajo. Se trata de una prestación la que se realiza para el tercero que está intrínsecamente vinculada a la propia condición de deportistas. Las prestaciones que eventualmente se le solicitan están unidas precisamente a esta condición. Los programas y eventos en los que se pide ( en el mejor de los casos) su participación son normalmente de carácter deportivo.

No es solo esto. La cuestión central que está pendiente de resolución es la de la naturaleza de estos ingresos y más concretamente, la determinación de sí se trata de trabajo personal, propiedad intelectual ( rendimiento de capital mobiliario), explotación de marca privada o lo que no es menos habitual, de rendimientos societarios.

c) Retribución al deportista o una sociedad por el creada como consecuencia de la utilización de los derechos de marca que aquel cede al Club o SAD.

Esta cuestión está dentro de lo que hemos denominado fórmulas imaginativas. La cuestión central está en determinar si existe realmente una retribución consecuencia de una prestación que, en este caso, se corresponda con la transferencia de derechos.

Estas y otras fórmulas son y han sido utilizadas en los últimos tiempos en el ámbito de la contratación profesional de deportistas. Su utilidad y su viabilidad final tiene como referencia el tratamiento fiscal y la posibilidad de mejorar la carga tributaria de los deportistas profesionales.

C) Una tendencia al cambio: la explotación por los clubes de la imagen de los deportistas profesionales.

La reciente hola de <<incrementalismo económico>> en la contratación de jugadores profesionales que se produce en el verano del 2000 tiene una característica diferencial respecto de las que han ocurrido con el mismo o similar sentido en los últimos tiempos.

La espiral retributiva de los jugadores profesionales parece que resulta incontrolable en reglas de mercado libre. La cierta racionalidad que podía imponer la existencia de cláusulas altas de rescisión se ha convertido en una regla sin límites que se interpreta de forma contraria como una ventaja para obtener la libertad. El precio no es relevante y eso genera que se hagan compras pagando sumas de dinero que hace muy poco estaban situadas en lo inaccesible y precisamente por esto se entendía que cumplían una función disuasoria de las ofertas de terceros. 

Probablemente esta circunstancia este restando la razón a quienes pensábamos que las mismas en sus cuantías ilusorias podrían llegar a ser contrarias al Ordenamiento Jurídico dado que se convertían en cláusulas de <<esclavitud de oro>>. 

El tiempo y el comportamiento desmesurado de un mercado sin límites están propiciando una situación sin sentido en la que los jugadores valen lo que se paga por ellos en cada momento. Si lo que se paga es desmesurado en términos de mercado o en términos de gestión ordinaria de una entidad mercantil nada importa ya que el deporte en general y el fútbol, en particular, tienen sus propias reglas.

Pero al margen de estas consideraciones generales es lo cierto que el verano del 2000 pasará a la historia del fútbol como el momento en el que se descubren por los clubes los derechos de imagen.
 Algunos de los grandes fichajes o renovaciones intentan <<vestirse>> socialmente como la compra del derecho de exclusiva en la comercialización de su imagen. De esta forma y frente a lo que venía siendo habitual hasta ese momento en el que la cesión se centraba fundamentalmente en los derechos de uso colectivo pero se permitían o reservaban los de carácter individual, ahora la cesión comporta la totalidad de la explotación de la imagen.

El nuevo mecanismo tiene, inicialmente, una buena presentación social. En los niveles de salario que se mueven los profesionales a los que nos estamos refiriendo parece razonable que las SAD o los clubes perciban cualquier retribución indirecta que los mismos generen y, sobre todo, impidan que constante el contrato se produzca una utilización de su imagen al margen de la que pueda realizarse en sede contractual.

Fuera de este aspecto estético y ejemplarizante frente a los accionistas o las asambleas de socios, es lo cierto que el sistema, desde una perspectiva práctica, tendrá que demostrar que el capaz de contribuir seriamente a financiar parte del contrato realizado. Desde esta perspectiva ya puede indicarse que el sistema será admisible y real si es selectivo y se centra en aquellos futbolistas que por su importancia o relevancia social o deportiva realmente tienen esa capacidad de generar imagen susceptible de ser comercializada y esos, evidentemente, no son ni pueden ser todos.

Por otro lado, es evidente que si esta compra de derechos se produce es con la intención y la obligación societaria o mercantil de su explotación. Entre las obligaciones de un buen comerciante se encuentra precisamente la de explotar aquellos derechos que posee. Esto obligará a crear, dentro de los clubes o a contratar en el mercado, operadores expertos que intenten la comercialización a la que nos venimos refiriendo. Finalmente y desde una perspectiva empresarial el éxito o el fracaso dependerá de los números y de los resultados económicos.

Es lo cierto que esta cuestión no es pacífica en su concepción ni sencilla en su realización. El contrato de cesión ( o el de trabajo que incluya la cesión) deberá cuidar de extremos que pueden resultar polémicos, entre ellos, los que se refieren a la forma de utilización de los derechos de imagen.¿ Qué prestaciones se le pueden pedir al jugador? ¿ Que ocurre con las que afecten a su intimidad o a su sensibilidad o a sus creencias? ¿ Cuantas participaciones y con qué alcance?. Estas y otras interrogantes pueden resultar definitivas en el futuro y van a propiciar no pocos conflictos de interpretación. Uno de ellos se centra en determinar como opera en este ámbito el 15% de la legislación fiscal. La cuestión es la indicar si se trata de un limite de generación ( solo podrán pedirse prestaciones hasta el limite de lo que se puede percibir) o si la generación puede ser ilimitada y la repercusión sólo alcanza al 15 %. Lo razonable es pensar que exista una tendencia a esta última interpretación lo cual reconduce el problema a la cuantificación de la explotación como elemento central.

Los problemas jurídicos no acaban aquí. La relación contrato ( con cesión) y convenio colectivo pueden llegar a plantear otros problemas prácticos como si es posible que las prestaciones en sede << cesión de imagen>> pueden ir contra el convenio o algunas de sus determinaciones concretas.

La resolución de estos interrogantes dependerá de la naturaleza de la cesión. Es claro que si la cesión se incluye en el ámbito del contrato de trabajo, con independencia de que formalmente exista uno o dos contratos, la solución a estos interrogantes la va a proporcionar el Derecho Laboral que es el que determina las reglas de funcionamiento de la condición más ventajosa adquirida individualmente y de su operatividad frente al derecho necesario. Desde esta perspectiva, la estrictamente laboral, la cesión se articularía como una especie de prestación laboral que genera un salario incierto que adquiere certeza como consecuencia del contrato de trabajo, pasando, por tanto la SAD o el club a asumir el riesgo de la no comercialización o de la no explotación en condiciones normales de mercado hasta llegar al salario pactado.

Frente a esto y si no se considera la cesión dentro del ámbito laboral, sino del mercantil la solución es, necesariamente, mucho más compleja. Las dudas y controversias entre el derecho mercantil y el laboral no pueden resolverse a favor de este segundo sector del Ordenamiento Jurídico. Es probable que la única solución sea la independencia conceptual entre ambas prestaciones que remitirá, a su vez, a Ordenamientos regulatorios diferenciados. Frente a las exigencias comerciales no podrían alegarse, salvo que se hayan salvado expresamente en el contrato, los derechos laborales. De esta forma las prestaciones comerciales no pueden oponerse a las laborales sino que solapan a las mismas. Tienen un régimen diferenciado, no son de la misma naturaleza y deben regirse por reglas diferentes e, incluso, enjuiciarse en jurisdicciones diferentes.

Desde nuestra perspectiva si la cesión se produce en el contrato de trabajo y ,además, se considera que estamos ante un salario cierto en la prestación económica ( aunque se mantenga el aleas de la rentabilidad de las prestaciones a realizar)es claro que la consecuencia será la tendencia a la laboralidad del conjunto del contrato ( a salvo la disposición en contra en el mismo texto del mismo) y a que sea el Derecho Laboral el llamado a dirimir las confluencias y eventuales contradicciones que pudieran derivarse de la formalización de la prestación en cuestión.

Si por el contrario estamos ante lo que anteriormente hemos denominado el << doble contrato>>, es lo cierto que la tendencia general será que cada uno tendrá su auténtica y real naturaleza y que no existirá predominio de uno sobre el otro. La forma más clara de solucionar las controversias será el establecimiento de reglas propias en el ámbito del contrato de forma que las prestaciones queden suficientemente fijadas y la forma de las mismas determinadas. Solo una determinación de este orden evitará las colisiones.

En todo caso y con un carácter más general parece razonable indicar que el tiempo será el que determine si los clubes y SAD son capaces de generar el negocio comercial suficiente como para hacer rentables las inversiones millonarias que se realizan en la actualidad y que realmente se sitúan en entornos económicos de riesgo dentro de la estructura de costes de las empresas en cuestión. En este sentido no deja de ser significativo que los mayores riesgos y desembolsos sean asumidos, en España – al menos -, por quienes no tienen estructura de capital y no se ven obligados por tanto a compensar los riesgos con ampliaciones de capital para evitar situaciones de insolvencia.

No debe olvidarse que en la historia reciente del fútbol siempre se ha indicado que uno de los factores distorsionantes en lo económico y que ha conducido a situaciones generales y particulares de dificultad es precisamente la endiablada espiral derivada de los costes de los deportistas.

4.4. - Una aproximación en la línea correcta: el incentivo al ahorro en los deportistas con tratamiento profesional.

La Disposición Adicional Vigésimo Sexta de la Ley de Medidas Fiscales, administrativas y del Orden Social establece lo siguiente:

<< Se insta al Gobierno a estudiar, en el plazo de seis meses, la adecuación  de los sistemas de previsión social complementarios a los deportistas profesionales, incluidos en el ámbito de aplicación del Real Decreto 1006/1985, por el que se regula la relación laboral especial de deportistas profesionales, así como los incluidos en el ámbito de aplicación del Real Decreto 1467/1997, sobre deportistas de alto nivel, a las características de la actividad deportiva.

En dicho estudio se abordarán, entre otros aspectos referidos a la constitución de una mutualidad específica, así como los límites de aportación y la contingencia que habilitan el cobro de la prestación... >>

Este estudio se efectuó en el primer trimestre del año 2000 y fue asumido por el Gobierno y por las Asociaciones Profesionales de Deportistas Profesionales mediante un convenio específico firmado en marzo de 2000.

Como consecuencia de esto se crea en junio de 2000 la Mutualidad Deportistas Profesionales, Mutualidad de Previsión Social a Prima Fija llamada a asumir y capitalizar las aportaciones de los deportistas en cuestión y a otorgar unas prestaciones, compatibles con las procedentes del sistema de seguridad social pública, y que, en sintonía con lo previsto en la Disposición Adicional 26 de la Ley de Medidas, deben ser adaptadas a la práctica deportiva motivo que justifica que el hecho causante se desplace – con carácter general – al momento de causar baja en la condición de deportista.

El verdadero incentivo de esta medida está condicionado a los límites económicos de la aportación y a su compatibilidad con el sistema  de aportaciones generales que la legislación de renta concede al resto de los españoles.

En todo caso esta parece, en principio, una vía correcta ya que supone un camino intermedio entre la necesidad de encontrar soluciones fiscalmente acertadas para el tratamiento de estas rentas y de hacerlo dentro del sistema tributario convencional sin producir directamente el señalamiento de una condición específica de tributación referida al tipo.

Esta regulación aun pendiente de concreción y de desarrollo  puede ser considerada, a priori como un avance en una línea correcta. No rompe la estructura global del sistema tributario y, sin embargo, permite que el tratamiento de las rentas si el limite de aportaciones es suficientemente representativo e ilusionaste sea más ajustado a la problemática específica que concurre en el presente caso.

Es lo cierto que la reforma se mueve en el ámbito más claro del establecimiento de mecanismos de previsión posterior a la extinción de la condición de deportista profesional. Es importante el ahorro y la propia satisfacción de las necesidades especialmente de aquellos que tienen unos rendimientos altos en unos años de su vida laboral y previsiblemente más bajos en el resto. Las ganancias de presente deben ser el soporte del futuro. En esta línea se incluye la reforma que se indica y respecto de la cual habrá de analizar su implantación real de futuro y su capacidad de solucionar o contribuir a ello – al menos -.
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� Algunos aspectos de esta problemática han sido abordados. Así Garce. A. El amparo constitucional de la libertad de expresión de los deportistas profesionales. Revista Española de Derecho Deportivo. Núm. 5. Enero- Junio.1995.





� Este Real Decreto esta plasmado en el Real Decreto 1835/1991, de 20 de diciembre, parcialmente modificado, parcialmente, por el Real Decreto 1252/1999, de 16 de julio. 


� BOE núm. 312, de 30 de diciembre de 1991).Como se acaba de indicar tiene una modificación parcial en el R.D. 1252/1999, de 16 de julio.


� Las condiciones están previstas con carácter general en el  Real Decreto 849/1993, de 4 de junio, por el que se determinan las prestaciones mínimas del seguro deportivo obligatorio deportivo.





� El artículo 7 en su último párrafo establece a este respecto que << las cuotas para la Federación deportiva española serán de igual montante para cada modalidad deportiva, estamento y categoría, y serán fijadas por la Asamblea de la Federación española correspondiente... >>.





� El artículo 30 de la LD establece que << las federaciones deportivas españolas son entidades privadas, con personalidad jurídica propia, cuyo ámbito de actuación se extiende a todo el territorio del Estado, en del desarrollo de las competencias que le son propias, integradas por las Federaciones deportivas de ámbito autonómico, clubes deportivos, deportistas, técnicos, jueces y árbitros y Ligas Profesionales, si las hubiere, y otros colectivos interesados que promuevan o contribuyen al desarrollo del deporte... >>.





�  Téngase en cuenta que sobre la cuestión del monopolio ya se ha pronunciado la STC 67/1985 cuando afirma que << partiendo de la configuración de las Federaciones españolas en la forma antes expuesta, este precepto no puede calificarse como contrario a la Constitución. Cuando el Estado utiliza la vía asociativa para atribuir a un determinado tipo de asociaciones el ejercicio de funciones públicas de  carácter administrativo en un determinado sector de la vida social, puede limitar el número de Asociaciones a las que atribuye el ejercicio de tales funciones, pues corresponde al Estado organizar tal ejercicio de la forma más conveniente para la consecución del interés general. Ello no es contrario al derecho de asociación – que puede ejercerse paralelamente para fines privados – pues como antes decíamos... no forma parte del contenido de tal derecho el de constituir Asociaciones cuyo objeto sea el ejercicio de funciones públicas de carácter administrativo en relación con un sector de la vida social... >>.





� Sobre el concepto de fomento en la interpretación constitucional puede verse el libro de Bermejo Vera.J. Constitución y Deporte. 


� Esta regulación se completa con lo previsto en el artículo 7 del R.D. de Federaciones Deportivas.


� El artículo 8.1. del Real Decreto 1252/1999, de 16 de julio, de Federaciones Deportivas Españolas y Registro de Asociaciones Deportivas indica, textualmente: << 1. - Para la autorización o denegación de la  constitución de una Federación Deportiva Española se tendrán en cuenta los siguientes criterios: - Existencia de la correspondiente Federación Internacional, reconocida por el Comité Olímpico Internacional y con suficiente implantación en el entorno europeo y mundial; - el interés deportivo nacional o internacional de la modalidad deportiva; - La existencia de competiciones de ámbito internacional con un número significativo de participantes en las mismas y convocatorias celebradas; - la implantación real de la modalidad deportiva en el país, así como su extensión, es decir, el número de practicantes existentes en España y su distribución en el territorio nacional; - el reconocimiento previo por la Comisión Directiva del Consejo Superior de Deportes de la modalidad de que se trate; - La viabilidad económica de la nueva Federación; - En el caso de que la constitución de una nueva Federación deportiva provenga de la segregación de otra federación preexistente, se solicitará informe de la misma, a los efectos previsto en el presente apartado... >>. Sobre esta base el posible bloqueo se enerva con la prescripción contenida en el apartado 2 del mismo artículo cuando, entre los requisitos para la constitución de la una nueva Federación, establece que  debe acompañarse << la documentación acreditativa de que se cuenta con el apoyo, al menos, el 50 % de los clubes de tal modalidad, inscritos en los correspondientes Registros deportivos autonómicos. A estos efectos sólo se computarán los clubes inscritos en las Federaciones de ámbito autonómico que manifiesten, por cualquier medio válido en derecho, su voluntad de integrarse, para el caso de que se constituya la Federación deportiva española de que se trate... >>








� García de Enterría. E  y Fernández Rodríguez. T.R. Curso de Derecho Administrativo. Tomo II. 5ª Ed.Madrid, 1998. Pág.131.





� García de Enterría. E y Fernández Rodríguez. T.R. ob. cit. Pág. 133.





� No puede evitarse la referencia a otros efectos. Por ejemplo la imposibilidad de obtener en un mismo año licencias con equipos diferentes.





En el ámbito profesional esta cuestión acaba de ser analizada por el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas en una Sentencia que se plantea, precisamente, si el establecimiento de períodos de contratación puede considerarse una restricción injustificada a la libertad de circulación de los trabajadores.





Nos referimos a la Sentencia del Tribunal de Justicia (Sala Sexta)de 13 de abril de 2000 .<!-- Table of Contents Start -->«Libre circulación de los trabajadores - Normas sobre la competencia aplicables a las empresas - Jugadores profesionales de baloncesto - Reglamentaciones deportivas relativas a la transferencia de jugadores procedentes de otros Estados miembros».En el asunto C-176/96, que tiene por objeto una petición dirigida al Tribunal de Justicia, con arreglo al artículo 177 del Tratado CE (actualmente artículo 234 CE), por el Tribunal de premièreinstance de Bruxelles (Bélgica), destinada a obtener, en el litigio pendiente ante dicho órgano jurisdiccional entre Jyri Lehtonen,Castors Canada Dry Namur-Braine ASBL y Fédération royale belge des sociétés de basket-ball ASBL (FRBSB),con intervención de: Ligue belge - Belgische Liga ASBL, una decisión prejudicial sobre la interpretación de los artículos 6, 48 del Tratado CE (actualmente artículos 12 CE y 39 CE, tras su modificación), 85 y 86 del Tratado CE (actualmente artículos 81 CE y 82 CE), 








� Bermejo Vera. J. La competencia jurisdiccional sobre la actividad deportiva: participación en competiciones oficiales. Revista Española de Derecho Deportivo. Núm. 4 Julio - diciembre 1994.Pág. 249.


� Vid nuestro Libro en colaboración con Rodríguez Bueno. C y Guerrero Olea. A. El Dopaje en el ámbito del deporte. Navarra.1999.


� El número actual de licencias en la disciplina del fútbol es de 606.255. De estas corresponden al fútbol profesional 1362 con la siguiente distribución por Comunidades Autónomas:


Andaluza,199; Aragonesa,33; Principado de Asturias, 64, Balear,37; Canaria,57; Cántabra,24; Castilla La-Mancha,52; Castilla-León, 104, Catalana 107; Ceuta,11; Extremeña,72; Gallega, 125; Madrid, 149; Melillense, 8; Murcia, 52; Navarra, 27; Rioja,21; Valencia,135; Vasca,85. Datos tomados de la Memoria de RFEF 1999-2000.





� Este mismo artículo prevé que << en caso de desacuerdo entre la Liga y la RFEF en la tramitación y libramiento de una determinada licencia, la Junta Directiva de la RFEF resolverá... >>


� A estos efectos el citado artículo 1º del Libro V prevé que la demanda de inscripción de jugadores profesionales deberá acompañar los siguientes documentos: 1. - Contrato profesional del club o SAD demandante, que deberá tener el contenido mínimo establecido por la LNFP: 2. - Depósito de las cantidades que correspondan, si se trata de la primera inscripción profesional; 3. - Contrato de transferencia o cesión de derechos o documento que acredite la situación del jugador profesional, de no tener compromiso suscrito con otro club o SAS por un período coincidente total o parcialmente con el demandante... 4. - Depósito de las cantidades correspondientes, si se trata de jugador profesional inscrito en las listas de formación y promoción o documento de renuncia del Club o SAD que lo tuviera incluido... >>. Este régimen se completa con una referencia documental más completa y diferente para los jugadores profesionales extranjeros.








� La aplicación de las libertades comunitarias a los reglamentos o acuerdos de las empresas y no sólo a las normas de derecho público es resuelta por la Sentencia en la forma siguiente <<... En cuanto a la naturaleza de las normas controvertidas, de las sentencias Walravey Koch (apartados 17 y 18) y Bosman (apartados 82 y 83), antes citadas, se desprende que las disposiciones comunitarias en materia de libre circulación de personas y de servicios no rigen solamente la actuación de las autoridades públicas, sino que se extienden asimismo a las normativas de otra naturaleza que tengan por finalidad regular colectivamente el trabajo por cuenta ajena y las prestaciones de servicios. En efecto, la eliminación, entre los Estados miembros, de los obstáculos a la libre circulación de personas y a la libre prestación de servicios correría peligros y la supresión de las barreras de origen estatal pudiera ser neutralizada con obstáculos derivados del ejercicio de su autonomía jurídica por asociaciones y organismos que no están sometidos al Derecho público. De ello se deduce que el Tratado, y, en particular, sus artículos 59, 60 y 66, puede aplicarse a las actividades deportivas y a las normas establecidas por las asociaciones deportivas, como las controvertidas en el asunto principal...>>.


Sobre la Sentencia Bosman puede verse el trabajo de Bermejo Vera.J. Comentario de urgencia a la decisión del Tribunal Europeo adoptada en el << Asunto Bosman... >>. Revista Española de Derecho Deportivo. Núm. 5. Enero - junio 1995. 





� En relación con esta cuestión debe tenerse presente lo que indicaba Carretero Lestón, J.L. resumiendo lo que la jurisprudencia comunitaria consideraba relevante para determinar sí es estaba ante un trabajador en dicho ámbito. Indicaba que <<... en las disposiciones comunitarias no se define el término trabajador, por lo que es necesario acudir a la Jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la Comunidad para encontrar criterios delimitadores de este último, criterios que fundamentalmente son tres: 1. - La prestación de servicios bajo la dirección de otra persona. Es decir, el ciudadano comunitario ha de desplazarse para realizar una actividad económica real y efectiva de carácter subordinado...2. - A cambio de una remuneración, sea cual sea la cuantía de la misma, por lo que el trabajo a tiempo parcial no debe ser excluido de la esfera de influencia del principio de libre circulación de trabajadores.3. Durante un tiempo determinado... >>. En Derecho del deporte. El nuevo marco legal. Deporte y Documentación.núm.19.Málaga.1992.Pág.177 








� Esta terminología debe entenderse sustituida por la de Administración General del Estado, tras la publicación de la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado.


� BOE núm. 248, de 16 de octubre de 1997.En adelante RDDAN.


� Este régimen se completaba con una determinación específica para aquellos deportistas que, en función de su preparación específica, vinieran obligados a fijar su residencia en un lugar determinado del territorio nacional, a los que se reconocía el derecho a acceder al Distrito compartido previsto en la normativa de Centros. En todo caso, parece necesario, reconcebir esta regulación en la forma que prescribe el nuevo R.D. 69/2000, de 21 de enero, por el que se regulan los procedimientos de selección para el ingreso en los centros universitarios de los estudiantes que reúnan los requisitos legales necesarios para el acceso a la universidad.








� Esta regulación se completa con un régimen específico previsto en el apartado 7 conforme al cual << la duración de este beneficio se extenderá a los cinco años siguientes al de la pérdida de la condición de deportista de alto nivel, excepto si ésta se produce como consecuencia de lo dispuesto en el artículo 16, párrafos b), c) y d) de este Real Decreto... >>.





� Un análisis más detallado de esta regulación puede verse en nuestro trabajo: La regulación de las titulaciones deportivas en el ámbito del Real Decreto 1913/1997, de 19 de diciembre. Revista Jurídica del Deporte. Núm. 3.








� Sobre este tema puede verse nuestro trabajo: La regulación de las titulaciones deportivas en el ámbito del Real Decreto 1913/1997, de 19 de diciembre. Revista Jurídica del Deporte.Núm.3. Pamplona. 2000.


Asimismo pueden verse los trabajos de: Aguirreazkuenaga Zigorraga.I. Nuevas perspectivas de las enseñanzas y titulaciones deportivas. Revista Vasca de Administración Pública. Núm. 52. Septiembre - diciembre.





Con respecto al régimen general de titulaciones puede verse igualmente: García Enríquez. J.C. Las titulaciones deportivas a través de la formación profesional. En la Obra colectiva: << las nuevas titulaciones deportivas en España>>. Murcia.1996. ;- Real Ferrer . G . Modelo jurídico diseñado en las titulaciones deportivas en España. En la Obra colectiva: Las nuevas titulaciones deportivas. Murcia. 1996;- Blanco Perea. E . Las nuevas titulaciones deportivas en España. Murcia.1996.; Alvarez- Santullano Planas.L << la competencia de las Comunidades Autónomas para la expedición de las titulaciones deportivas >>. Revista Española de Derecho Deportivo. Núm. 4. Julio-diciembre.1994.Pág.166. Fernández Acevedo. R. Distribución competencial y regulación de las titulaciones de los Técnicos Deportivos en España. Revista Española de Derecho Deportivo. Núm. 6. Julio - diciembre 1995.








� De conformidad con lo dispuesto en el artículo 10.2 << la duración de este beneficio se extenderá a los cinco años siguientes al de la pérdida de la condición de deportista de alto nivel, excepto si ésta se produce como consecuencia de lo dispuesto en el artículo 16, párrafos b), c) y d) del Real Decreto 1467/1997, de 19 de septiembre, sobre deportistas de alto nivel.





� En este terreno se podría situar el Convenio suscrito entre las Asociaciones de Deportistas Profesionales en 1999 y la Empresa ADECO para la formación e inserción de los deportistas de aquella índole.





En otro ámbito el COE y la misma Empresa suscribieron el denominado Convenio Maestro con el mismo fin.


� Desde una perspectiva orgánica y de funcionamiento se crean en el propia RDDAN las siguientes subcomisiones: - Técnica; - De seguimiento y planificación. Corresponde a las Subcomisiones: a) Informar a la Comisión de Evaluación del Deporte de Alto nivel del desarrollo de sus actividades, redactando una memoria anual de las mismas; b) Elaborar propuestas de resolución sobre las cuestiones técnicas que la Comisión asigne a cada una de ellas; c) Asesorar a la Comisión de Evaluación del Deporte de Alto Nivel en todas aquellas materias que le sean encomendadas.





Por lo que se refiere a su composición << el Presidente de cada una de las Subcomisiones será designado por el Presidente de la Comisión de Evaluación del Deporte de Alto Nivel y estará integradas por un máximo de cuatro miembros. Se reúnen por convocatoria del Presidente o a iniciativa del Presidente de la comisión de Evaluación del Deporte de Alto Nivel. Sus acuerdos se adoptan por mayoría simple y, en caso de empate, el Presidente tendrá voto de calidad. El Secretario, levantará acta de los acuerdos tomados y los remitirá a la Comisión de Evaluación del Deporte de Alto Nivel.


� Este régimen se completa indicando que << tratándose de personas que no hayan estado obligadas a presentar declaración por este impuesto, su sujeción por obligación personal de contribuir podrá acreditarse mediante la correspondiente certificación expedida por el órgano competente de la Administración tributaria, previa aportación de los documentos justificativos de la residencia habitual en territorio español que les sean solicitados... >>


� Este Anexo IV se refiere a los siguientes subgrupos de Federaciones de deportes no olímpicos.


I


Federaciones Internacionales con más de veinte Federaciones Deportivas Nacionales afiliadas.


En las pruebas y/o modalidades con una participación mayor de veinte países en el Campeonato del Mundo y/o en el Campeonato de Europa se aplicarán los criterios de inclusión de los subgrupos B1, C2.1 y C4.1, según corresponda.





En las pruebas y/o modalidades con una participación de entre diez y veinte países en el Campeonato del Mundo y/o en el Campeonato de Europa se aplicarán los criterios de inclusión en los subgrupos B2, C2.2 y C4.2, según corresponda.





En las pruebas y/o modalidades con una participación menor de diez países en el Campeonato del Mundo y/o en el Campeonato de Europa se aplicarán los criterios de inclusión en los subgrupos B3, C2.3 y C4.3, según corresponda.





II


Federaciones Internacionales con una afiliación de entre diez y veinte Federaciones Deportivas Nacionales.


En las pruebas y/o modalidades con una participación de entre diez y veinte países en el Campeonato del Mundo y/o en el Campeonato de Europa se aplicaran los criterios de inclusión en los subgrupos B”, C2.2 y C4.2, según corresponda.


En las pruebas y/o modalidades con una participación menor de diez países en el Campeonato del Mundo y/o en el Campeonato de Europa se aplicarán los criterios de inclusión en los subgrupos B3, C2.3 y C4.3, según corresponda.


III


Federaciones Internacionales con una afiliación menor a diez Federaciones Deportivas Nacionales.


En las pruebas y/o modalidades con una participación menor de diez países en el Campeonato del Mundo y/o en el Campeonato de Europa se aplicarán los criterios de inclusión de los subgrupos B3, C2.3 y C4.3, según corresponda.


A las pruebas y/o modalidades  no olímpicas de Federaciones Olímpicas se les aplicarán los mismos criterios de afiliación y participación.


� El artículo 7 del RDDAN establece que << excepcionalmente, las Federaciones podrán proponer, mediante informe razonado, la inclusión en las relaciones anuales de deportistas de alto nivel de aquellos que participen en pruebas, modalidades o competiciones de relevancia internacional no contempladas en los anexos del presente Real Decreto, así como la de aquellos deportistas que por razones objetivas de naturaleza técnico - deportiva no cumplan los requisitos previstos en los mismos anexos... >>


� Como se ha indicado en el apartado correspondiente existen beneficios que no << caducan>>, como el derecho a la contribución en el marco del convenio especial con la seguridad social, al lado de otros en los que el plazo de caducidad tiene reglas propias. Como ejemplo de esto último el plazo de cinco años previsto en el artículo 11.7. en relación con los beneficios para el acceso a las titulaciones deportivas. 


� BOE núm. 58, de 7 de marzo de 1996.


Esta regulación se completa con la publicación de la Orden del Ministerio de Educación y Ciencia de 11 de enero de 1996, por la que se establecen las normas generales para la realización de controles de dopaje y las condiciones generales para la homologación y  funcionamiento de laboratorios o estatales, de control de dopaje en el deporte.


� Textualmente señala que << toda alteración de las condiciones tenidas en cuenta para la concesión de la subvención y, en todo caso, la obtención concurrente de subvenciones o ayudas otorgadas por otras Administraciones Públicas o Entes públicos o privados nacionales o internacionales, podrá dar lugar a la modificación de la resolución... >>. 








� El apartado 3 del citado artículo establece, textualmente, que << las infracciones se sancionaran mediante multa hasta el triple de la cantidad indebidamente obtenida, aplicada o no justificada. 


Asimismo, la autoridad sancionadora competente podrá acordar la imposición de las sanciones siguientes:


Pérdida, durante un plazo de hasta cinco años, de la posibilidad de obtener subvenciones públicas.


Prohibición, durante un plazo de hasta cinco años para celebrar contratos con el Estado u otros Entes públicos... >>





� El apartado 4 del artículo 59 concreta esta determinación indicando que << las condiciones para la realización de los reconocimientos médicos de aptitud, así como las modalidades deportivas y competiciones en que éstos sean necesarios, serán establecidas en las disposiciones de desarrollo de la presente Ley... >>.





Esta es una de las funciones que corresponden a la Comisión Nacional de Salud del deportista creada por el Real Decreto 112/2000, de 28 de enero. En concreto el artículo 2º del citado Real Decreto establece como funciones de la misma: a) proponer acciones preventivas en materia de educación e información sobre la salud y la práctica deportiva tanto en competiciones oficiales como en pruebas de carácter popular; b) Informar sobre las condiciones de los reconocimientos médicos de aptitud para la práctica deportiva...; c) Informar periódicamente sobre los procedimientos de control de salud de los deportistas que participan en competiciones oficiales; d) Informar la homologación de las pruebas y protocolos que integran los reconocimientos médicos de aptitud para la práctica deportiva en competición de acuerdo con las exigencias de las modalidades deportivas; e) Proponer el nivel de las competiciones oficiales de ámbito estatal en las que será obligatorio que el deportista se haya sometido al correspondiente reconocimiento médico de aptitud; f) Realizar propuestas sobre los dispositivos mínimos de asistencia sanitaria en las competiciones deportivas... >>


� De conformidad con el artículo 2º  de la citada Ley << tendrá la condición de norma básica en el sentido previsto en el artículo 149.1.16. de la Constitución y será aplicable en todo el territorio del Estado...2.- Las Comunidades Autónomas podrán dictar normas de desarrollo y complementarias de la presente Ley, en el ejercicio de las competencias que les atribuyen los correspondientes estatutos de autonomía...>>


� BOE núm. 312, de 30 de diciembre de 1986.





� El resto de determinaciones contenidas en el Real Decreto, a los efectos de lo que aquí se analiza se resumen en lo previsto en el artículo 3 conforme al cual <<...1. La base de cotización estará constituida por las remuneraciones percibidas conforme a lo determinado en el Régimen General de la Seguridad Social. La cuantía de la base de cotización estará limitada por las bases mínimas y máximas correspondientes al grupo 3. de cotización. 2. El tipo de cotización para las contingencias comunes será el vigente en cada momento en el Régimen General de la Seguridad Social. Para las contingencias de accidente de trabajo y enfermedad profesional se aplicará el epígrafe 121 de la tarifa de primas, aprobada por Real Decreto 2930/1979, de 29 de diciembre, por el que se revisa la tarifa de primas para la cotización a la Seguridad Social por accidentes de trabajo y enfermedades profesionales, en la redacción dada por el Real Decreto 1820/1991, de 27 de diciembre, que incluye a los ciclistas profesionales en el Régimen General de la Seguridad Social...>>


 


 





� BOE Núm. 221, de 15 de septiembre; corrección de errores en el BOE Núm. 234, de 30 de septiembre.


� Desde una perspectiva formal la suscripción del convenio, conforme a lo previsto en  la Orden Ministerial de 18 de julio de 1991 los requisitos son, conforme al artículo 4º  los siguientes:<<...Para suscribir el Convenio Especial será necesario el cumplimiento de los siguientes requisitos y condiciones: Primero. Solicitarlo ante la Dirección Provincial de la Tesorería General de la Seguridad Social o Administración de la Seguridad Social correspondiente en el plazo de noventa días naturales, que se computarán de la siguiente forma: a) Con carácter general, a partir del día siguiente a la fecha de efectos de la baja en el Régimen de Seguridad Social en que se estuviera encuadrado. b) En el supuesto de trabajadores que hayan causado baja en el correspondiente Régimen de Seguridad Social por causa de solicitud de una pensión, el plazo de noventa días se contará a partir de la fecha en que la resolución administrativa o sentencia judicial denegatorias del derecho a la pensión hayan adquirido firmeza. Cuando se trate de pensión de jubilación, será necesario, en todo caso, que la misma se hubiese solicitado dentro de los noventa días siguientes al de efectos de la baja.c) Para los trabajadores que se encuentren percibiendo prestaciones económicas del nivel contributivo por desempleo, a partir del día siguiente a aquel en que se haya extinguido el derecho a dicha prestación.d) En los supuestos contemplados en la letra c) del art. 2.º, el plazo de noventa días se contará a partir de la fecha en que la resolución administrativa o sentencia judicial sean firmes.; e) En el caso de suscripción del Convenio por trabajadores que  se encuentren en situación de invalidez provisional, el plazo de noventa días se contará a partir de la fecha en que se inicie dicha situación.


Segundo. Tener cubierto un período mínimo de cotización de mil ochenta días dentro de los siete años inmediatamente anteriores a la baja en el Régimen de la Seguridad Social de que se trate. Para la cobertura de dicho período, se tendrán en cuenta las cotizaciones efectuadas a otros Regímenes de la Seguridad Social que tengan establecido el cómputo recíproco de cotizaciones con el Régimen en que causó baja el trabajador, incluidas las que hubieran podido realizarse mediante otro Convenio Especial, siempre que no se superpongan, así como, en su caso, las cotizaciones efectuadas durante el período de percepción de las prestaciones por desempleo.


En el caso de pensionistas de jubilación e invalidez permanente, a quienes se les hubiera anulado el derecho a la pensión, así como en los supuestos de Convenio Especial a suscribir por trabajadores que se encuentren en situación de invalidez provisional, el período mínimo de cotización deberá estar cubierto en el momento en que se extinguió la obligación de cotizar. No será exigible el período mínimo de cotización a los trabajadores que causen baja con motivo de excedencia por cuidado de un hijo menor, conforme a lo dispuesto en el art. 46.3 de la Ley 8/1980, de 10 de marzo (citada), del Estatuto de los Trabajadores.








� Las trece condiciones son las siguientes:1º. - Asistencia médico - quirúrgica y sanatorial ocurridos en el territorio nacional, sin límites de gastos y con el límite temporal de hasta 18 meses desde la fecha del accidente; 2º. - Asistencia farmacéutica en régimen hospitalario, sin límite de gastos y con un límite temporal de dieciocho meses desde la fecha del accidente; 3º. - Asistencia en régimen hospitalario de los gastos de prótesis y osteosíntesis, en su totalidad y con un límite temporal de dieciocho meses desde la fecha del accidente; 4º. - Los gastos ocasionados por rehabilitación durante el período de 18 meses desde la fecha del accidente; 5º. - Asistencia médico - quirúrgica, farmacéutica y sanatorial en accidentes ocurridos en el extranjero, hasta un límite, por todos los conceptos de 1.000.000 de pesetas y con un límite temporal de hasta 18 meses desde la fecha del accidente. Esta prestación es compatible con las indemnizaciones que por pérdidas anatómicas o funcionales, motivadas por accidente deportivo que se concedan al finalizar el tratamiento; 6. - Indemnizaciones por pérdidas anatómicas o funcionales motivadas por accidente deportivo, con un mínimo, para grandes inválidos (tetraplejia), de 2.000.000 de pesetas; 7º. - Auxilio al fallecimiento, cuando éste se produzca como consecuencia de accidente en la práctica deportiva, por un importe no inferior a 1.000.000 de pesetas. ;8º. - Auxilio al fallecimiento, cuando éste se produzca en la práctica deportiva, pero sin causa directa del mismo por un importe mínimo de 300.000 pesetas: 9º. - Gastos originados por la adquisición de material ortopédico para la curación de un accidente deportivo ( no-prevención) por un importe mínimo del 70 por 100 del precio de venta al público del mencionado material ortopédico; 10º. - Gastos originados en odonto - estomatología, por lesiones en la boca motivadas por accidente deportivo. Estos gastos serán cubiertos hasta 40.000 como mínimo; 11º. - Gastos originados por traslado o evacuación del lesionado en lugar del accidente hasta su ingreso definitivo en los hospitales concertados por la póliza del seguro, dentro del territorio nacional: 12º. - Asistencia médicas en los centros o facultativos concertados en todas las provincias del territorio nacional; 13º. - Libre elección de centros y facultativos en toda España... >>.





�  Sobre este punto puede verse el trabajo de Carretero Lestón.J.L. Normas Tributarias de la Ley 10/1990, de 15 de octubre, del Deporte. En Revista Española de Derecho Deportivo Núm.1. Enero - Junio 1993. Mas tarde el  Libro de Cazorla Prieto.L.M. y Corcuera.A. Los impuestos del deporte.Navarra.1999; Asimismo, Jiménez Comparied. I. Jiménez. Fiscalidad y deporte profesional: examen de algunas cuestiones de actualidad. Revista Española de Derecho Deportivo. Núm. 5. Enero-Junio.1995.


� Sobre esta cuestión puede verse el trabajo de Corcuera Torres.A. La exención de los deportistas de alto nivel en la nueva Ley del Impuesto de la Renta de las personas físicas. Revista Jurídica del Deporte. Año 1999.Núm 2.Pág. 13-44.


� El Plan de Ayuda a Deportes Olímpicos conocido como ADO nació  el 28 de enero de  1988 como apoyo  deportivo para la celebración en España y más concretamente en Barcelona de la Olimpiada de 1992. Se trata de la constitución de una asociación al amparo de la Ley 191/ 1964, de 14 de diciembre, de Asociaciones, cuyos socios fundadores son el CSD, el COI y el Ente Público Radio - Televisión Española y con la finalidad esencial de promover y desarrollar la  práctica en España de la alta competición de los deportes incluidos en el programa olímpico. Se trataba de allegar al mundo del deporte de elite de los recursos económicos necesarios para atender a las ayudas precisas para el desarrollo de los citados deportes y la preparación de los deportistas que actúan en los JJOO.





� Corcuera Torres.A. La exención...Ob. cit. Pág. 39. En este mismo trabajo analiza la inclusión de los denominados premios consecuencia de resultados deportivos. Sobre este punto señala que << no parece ser la intención del Ejecutivo, dada la redacción restringida incluida en el Reglamento del Impuesto sobre la Renta, que como se ha indicado, sólo habla de ayudas económicas de formación o tecnificación, las cuales por su naturaleza excluyen toda aportación posterior que no coincida en el tiempo con las actividades de entrenamiento de los deportistas para preparar los eventos internacionales en los que van a tomar parte...>>. Siendo esto claro la cuestión más dudosa estribaría en la conversión de los premios en rentas diferidas ( pensiones) para quienes obtienen resultados deportivos y no abandonen la actividad durante el periodo al que se refiere la pensión.





� Sobre este punto debe tenerse en cuenta que el artículo 10.2 del Reglamento establece que << cuando los rendimientos del trabajo con un período de generación superior a dos años se percibirán de forma fraccionada, sólo será aplicable la reducción del 30 % prevista en el artículo 17.2.a) de la Ley del Impuesto, en caso de que el cociente resultante de dividir el número de años de generación, computados de fecha a fecha, entre el número de períodos impositivos de fraccionamiento, sea superior a dos... >>


� Sobre esta norma se han publicado diversas publicaciones: - Sagardoy Bengoechea.J.A. y Guerrero Ostolaza.J.M. El Contrato de Trabajo del Deportista Profesional; Sala Franco.T. El Trabajo de los deportistas profesionales. Madrid 1983; Palomar Olmeda. A. Análisis de los diferentes aspectos que plantea la resolución del contrato de trabajo de los deportistas profesionales. Revista Española de Derecho del Trabajo. Madrid. 1987. Núm. 30. ; Roqueta Buj.R. El trabajo de los deportistas profesionales. Valencia.1996.


Desde una perspectiva parcial pueden verse los trabajos Blanco Pererira.E. Las cláusulas de rescisión de los futbolistas: primer límite jurisprudencial ( Comentario a la Sentencia del Juzgado de lo Social de Pontevedra, de 23 de septiembre de 1998) y << una sentencia que estima el criterio de mejora salarial para desestimar la existencia de abuso de derecho en una cláusula de rescisión><. Revista Española de Derecho Deportivo. Núm.10. Julio- Diciembre 1998.


 


�  El artículo 1º.3 establece que << Quedan incluidas en el ámbito de aplicación del presente Real Decreto las relaciones de carácter regular establecidas entre deportistas y empresas cuyo objeto social consista en la organización de espectáculos deportivos, así como la contratación de deportistas profesionales por empresas o firmas comerciales, para el desarrollo, en uno y otro caso, de las actividades deportivas en los términos previstos en el número anterior... >>.


Sobre este punto puede verse el trabajo de Falcón y Tella. R. El régimen tributario de los derechos de imagen de los futbolistas y deportistas. Revista Española de Derecho Deportivo. Núm.9 Enero- Junio.1998.





�  Cazorla Prieto .L.M. y Corcuera Torres.A. Los impuestos del Deporte. Pamplona.1999. Pág. 232.





� Al tema del doble contrato se refiere la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco en la que se señaló que <<... responden a un único vinculo contractual... la estipulación individual o colectiva que al efecto se pueda alcanzar se incardina en el seno de la relación laboral concertada, por lo que su vigencia ha de entenderse unida a la de ésta... salvo que de manera expresa las partes hayan querido otorgarle una distinta o revele de forma indubitada que esa explotación comercial de su imagen se concierta en forma totalmente independiente...>>.





�  Cazorla Prieto.L.M. y Corcuera Torres.A. Los impuestos del Deporte. Ob cit. Pág. 234.





� Aun en este supuesto es necesario plantearse la condición de sociedades en transparencia fiscal de las sociedades eventualmente constituidas para este tema.


Un aspecto de esta cuestión es la analizada por Chico de la Cámara.R. en el trabajo << las indemnizaciones percibidas en los traspasos de jugadores de fútbol por entidades no residentes y su discutible sujeción al Impuesto sobre sociedades. Comentario a la STS de 16 de julio de 1988...>>. Revista Jurídica del Deporte. Año 1999. Núm. .2. Pág.183. 


�  Esta circunstancia fue adecuadamente resaltada por la prensa en el ámbito del deporte. Como ejemplo puede verse el Artículo publicado en  El País, el domingo 30 de julio de 2000. Esta misma línea se mantiene en El País, de 4 de agosto de 2000. 


�  Como es sabido la Ley del Deporte admitió que los clubes que cumpliesen las condiciones previstas en la Disposición Adicional Séptima de la LD pudieran no convertirse en SAD. Al ser asociaciones especiales, reguladas por la Ley del Deporte, sus situaciones de insolvencia se rigen por los principios generales del Derecho mercantil, de forma que sólo se puede instar las mismas cuando el pasivo es superior al activo de los mismos. Esta situación es, desde una perspectiva de asunción de riesgos, más benévola que la de las Sociedades mercantiles que por aplicación del artículo 260 de la Ley de Sociedades Anónimas deben completar su cifra de capital cuando...











�  En El País de 4 de agosto de 2000 se afirma que << la propia LFP vaticina la que será la tercera revolución del fútbol español. Si la primera llegó con los contratos de televisión y la segunda, recién estrenada, con los derechos de imagen, la tercera vendrá de manos de la Bolsa... >>





